Informe Nacional en Seguimiento a la Implementación de los Mandatos del Plan de Acción de Québec

1. HACIA UNA DEMOCRACIA MÁS EFICAZ
· Procesos y Procedimientos Electorales

· Transparencia y Buena Gestión Gubernamental.
· Lucha contra la Corrupción

· Fortalecimiento de los Gobiernos Locales

· Procesos y Procedimientos Electorales
Tomando en cuenta el interés de Guatemala de renovar los mecanismos electorales, en observancia de la transparencia y la responsabilidad pública de los sistemas electorales, e incrementar la participación ciudadana, como elementos esenciales para fortalecer la democracia, se ha reformado la Ley Electoral y de Partidos Políticos.  De conformidad con el acuerdo de paz denominado "Sobre Reformas Constitucionales y Régimen Electoral", el Tribunal Supremo Electoral de Guatemala integró una Comisión de Reforma Electoral, la cual oportunamente presentó una iniciativa de ley proponiendo enmendar la Ley Electoral y de Partidos Políticos.  
Estas reformas eran consideradas necesarias para afianzar el proceso democrático, la participación ciudadana, el fortalecimiento institucional de las autoridades electorales, la libertad de organización de los partidos políticos y optimizar la parte operativa de los procesos electorales.  En este sentido, mediante el Decreto 10-04 Reformas a la Ley Electoral y de Partidos Políticos, aprobado por el Congreso de la República el 21 de abril de 2004, se adoptaron diversas reformas en los temas de Ciudadanía y Voto, Organizaciones Políticas, Autoridades y Órganos Electorales, así como Proceso Electoral.
La Oficina de la Secretaría General de la OEA en Guatemala facilita el desarrollo de proyectos mediante la acción integral en beneficio del país; específicamente, brinda apoyo al Departamento de Asuntos Democráticos y Políticos (DADP), a través de cuatro proyectos:

· Programa de Valores Democráticos y Gerencia Política: Promueve el desarrollo de prácticas y valores democráticos en Guatemala mediante el fortalecimiento del sistema de partidos políticos, brindando capacitación política y gestión pública, fomentando la cultura política del diálogo, así como la participación de indígenas, mujeres y jóvenes.

· Programa Regional Centroamericano sobre Valores Democráticos y Gerencia Política: Trabaja por el fortalecimiento del sistema de partidos políticos en Guatemala, mediante el diseño y ejecución de actividades orientadas a la institucionalización del sistema de partidos.  Provee a los partidos políticos de un conjunto de metodologías, herramientas y técnicas de gestión política para impulsar procesos de construcción, fortalecimiento y/o cambio institucional.

· Programa Centroamericano para el Fortalecimiento del Diálogo Democrático (PCA): Propicia la institucionalización del diálogo social y político, del desarrollo de sistemas centroamericanos de prevención y resolución de conflictos, promoción, formación y capacitación de instituciones y operadores y de la proyección interamericana de los modelos y metodologías sistematizadas durante su desarrollo.

· Apoyo inicial a la Modernización del Régimen Electoral Guatemalteco: Dirigido a fortalecer el régimen electoral de Guatemala luego de la aprobación, por parte del Congreso de la República, de las reformas a la Ley Electoral y de Partidos Políticos.  Trabaja de cerca con el Tribunal Supremo Electoral y la Comisión Específica de Asuntos Electorales del Congreso de la República.
· Transparencia y Buena Gestión Gubernamental

La sociedad guatemalteca ha emprendido, a partir de 2004, una nueva etapa de su breve pero complicado proceso de democratización, iniciado en 1985.  En este sentido, el primer desafío del gobierno es el de recuperar la credibilidad y confianza ciudadanas en las potencialidades y virtudes del Estado de derecho; en la capacidad y eficacia del Estado y sus instituciones para atender las necesidades sociales básicas; en la integridad y vocación de servicio de los funcionarios públicos; y en su capacidad de garantizar la seguridad pública y democrática.  Por consiguiente, la concertación como disposición para dialogar y como método para gestionar acuerdos, deberá caracterizar tanto al gobierno como a los partidos políticos y los diversos sectores sociales.  Solo así se creará un ambiente que favorezca la cohesión social y por consiguiente la gobernabilidad democrática, esenciales para avanzar tanto como sea posible en la creación de condiciones más favorables para el desarrollo humano sostenible de todos los guatemaltecos.

En el mismo contexto se ubica el compromiso con la transparencia y probidad, manifestado por la disposición anunciada por el Presidente de divulgar apropiadamente las declaraciones de probidad de sus principales colaboradores, el anunciado código de ética para los funcionarios públicos, el inicio de la realización  de las licitaciones públicas vía Internet, la anunciada reducción del 10% de los presupuestos de las dependencias públicas y la práctica de la austeridad en la administración de los recursos del Estado, así como la cancelación de miles de contratos concedidos por la anterior administración, entre otras acciones en este ámbito.
El gobierno de Guatemala ha implementado acciones dirigidas a institucionalizar un proceso permanente, participativo y democrático del fortalecimiento del Estado; para ello se han sentado las bases para la reforma política y modernización del Estado, la transparencia, la descentralización, la participación, la inclusión y la solidaridad social, todo en un contexto de apertura e inserción en un mundo cada vez más globalizado.
· Comisión para la Reforma Política e Institucional del Estado: Se encarga de coordinar el proceso de reforma y de formular propuestas a ser socialmente consensuadas.  La Comisión ha diseñado un plan de trabajo que actualmente se está ejecutando, trabajando en las bases jurídicas de la reforma estatal, a fin de modernizarlo y democratizarlo.  Asimismo, trabaja en iniciativas de ley como la Ley de Probidad, Ley de Antejuicio, Ley de Acceso a la Información y Habeas Data, así como en modificaciones al Código Penal y al Código Procesal Penal.
· Comisión para la Modernización del Estado: Su objetivo es elevar los niveles de eficiencia, eficacia y efectividad en el desempeño de las instituciones y dependencias estatales, a fin de optimizar la calidad de los servicios que reciben los contribuyentes y coadyuvar al desarrollo del país, al menor costo posible.  El proceso de modernización comprende los ejes de gestión por resultados y contratación por méritos, mejoramiento integral del Sistema de Previsión Social y del Régimen de Clases Pasivas, optimización de las capacidades de regulación y fiscalización, mejoramiento de los recursos tecnológicos, así como reorganización del aparato estatal para eliminar dispersiones, duplicidades y subutilización de recursos.
· Comisión para la Transparencia y Contra la Corrupción: (se explica en el apartado de Lucha contra la Corrupción)
· Política Nacional de Descentralización del Organismo Ejecutivo: (se explica en el apartado de Fortalecimiento de los Gobiernos Locales)
En el año 2003, el Ministerio de Finanzas creó el Sistema de Información sobre Contrataciones y Adquisiciones del Estado, denominado GUATECOMPRAS.  El objetivo del referido sistema de información en línea es poner a disposición de la ciudadanía toda la información relacionada con los procesos de contrataciones y adquisiciones del Estado, agregando beneficios en materia de transparencia y buena gestión gubernamental.  Para lograr que dicho sistema cumpliera con los postulados éticos, económicos y de eficiencia que dieron origen a su implementación, se reformó el artículo 8 del Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, en el que se estableció que los organismos del Estado, sus entidades descentralizadas y autónomas, unidades ejecutoras, las municipalidades y todas las entidades sujetas a la Ley de Contrataciones del Estado, previamente al procedimiento establecido en la referida ley y su reglamento, publicarán y gestionarán en el Sistema GUATECOMPRAS, los anuncios o convocatorias y toda la información relacionada con la compra y contratación de bienes y servicios y enajenar bienes.

Con respecto a la buena gestión gubernamental, en el marco de una gestión eficiente, la Secretaría de Planificación y Programación de la Presidencia de la República (SEGEPLAN) ha participado en las siguientes acciones:
· Información para la planificación: Impulso del Sistema Nacional de Indicadores, el cual busca estandarizar la información relevante para el proceso de toma de decisiones en un marco de transparencia y gobernabilidad.  A la fecha se está evaluando la plataforma informática.

· Sistema de gestión: Implementación del Sistema de Información para la Gobernabilidad (SIGOB), consistente en la fijación de metas presidenciales que buscan ir más allá de la gestión por resultados, en tanto asigna otros criterios más incluyentes y participativos como la rendición de cuentas, transparencia, gobernabilidad, etc.
· Presupuestos por Programa enfocado a resultados: Con base en los criterios de gestión por resultados y en cumplimiento con sus mandatos legales, SEGEPLAN participa en el ciclo presupuestario con un enfoque dirigido a resultados.

· Lucha contra la Corrupción

La Convención Interamericana contra la Corrupción (CICC), primer instrumento de su clase a nivel mundial, ha sido ratificada por Guatemala, entrando en vigor el 15 de mayo de 2001.  En 2004 fue creada la figura de Comisionado para la Transparencia y contra la Corrupción, a través de los Acuerdos Gubernativos 91-2004 y 99-2004.  Esta comisión tiene como principal objetivo estratégico, generar en la población guatemalteca y en la comunidad internacional, la confianza en la institucionalidad pública, derivada de la voluntad política de promover la transparencia y la lucha contra la corrupción.  Esta comisión presentó el último informe a febrero de 2005 sobre las medidas adoptadas para la implementación de lo estipulado en la CICC, en cumplimiento con lo dispuesto por el artículo 30 del Reglamento y Normas de Procedimiento del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la CICC, en el marco de la Séptima Reunión Plenaria del Comité de Expertos del Mecanismo en cuestión.
El Gobierno de Guatemala emprendió una reforma de la administración financiera y auditoría gubernamental a través de la implementación del Sistema Integrado de Administración Financiera y Control (SIAF-SAG), con el apoyo del Banco Mundial.  El Gobierno Central cambió toda su administración financiera del sistema SIAF, lo cual requirió del diseño, prueba e implementación de nuevas políticas, procedimientos, tecnología de información y capacitación en diversos subsistemas.  El cambio de tecnología informática ha facilitado la implementación de la ejecución presupuestaria a nivel de unidad ejecutora, lo cual ha fortalecido la transparencia de la ejecución presupuestaria.
En resumen, destacan los siguientes logros alcanzados:

· Fortalecimiento de la gerencia pública en materia financiera

· Saneamiento de las finanzas públicas

· Adopción del marco conceptual y metodológico del presupuesto por programas

· Transparencia y dinamismo en las operaciones presupuestarias

· Mejora de la calidad del gasto público

· Registro de los ingresos y los egresos

· Fortalecimiento del sistema de crédito público

Una de las áreas estratégicas de la modernización del Organismo Judicial es el combate a la corrupción, la que se aborda en dos líneas de acción: medidas preventivas y medidas de control.  La Corte Suprema de Justicia ha demostrado importantes avances en materia preventiva y correctiva, tales como: 

· Reformulación del Código del Organismo Judicial, a través del documento “Normas Éticas del Organismo Judicial”.
· Apoyo a la implementación de una Comisión Anticorrupción, la cual tiene como objetivo general formular políticas y estrategias para promover acciones tendientes a impulsar la transparencia y combatir la corrupción en el Sector Justicia.
· Fortalecimiento del Sistema de Quejas, a través de la implementación de una página web e instalación de oficinas para quejas y denuncias en distintos departamentos del país y la posterior instalación de la oficina central en el Palacio de Justicia.

· Mejoramiento de servicios comunes de apoyo a la jurisdicción, que tienen el impacto de agilizar los procedimientos y combatir prácticas de corrupción que han afectado anteriormente las notificaciones y la distribución de demandas y que auxilian en la asignación equitativa de los expedientes judiciales a través de tecnologías de la información.

· Implementación de las leyes de la Carrera Judicial y la del Servicio Civil, las cuales han permitido mejorar los procesos de reclutamiento, selección, nombramiento, permanencia, promoción, ascenso y capacitación del recurso humano.
· Fortalecimiento de los Gobiernos Locales
El Estado de Guatemala reconoce que la participación ciudadana y la representación política adecuada son las bases de la democracia y que los gobiernos locales tienen la mayor presencia en la vida cotidiana de la ciudadanía.  En nuestro país, los gobiernos locales tienen a su cargo la administración del 1.5% de los recursos financieros provenientes del Impuesto de Valor Agregado (IVA), los cuales son destinados a los programas y proyectos de infraestructura de los Consejos Departamentales de Desarrollo y son transferidos directamente por el Ministerio de Finanzas, tomando en cuenta la planificación, administración, ejecución, operación y mantenimiento, supervisión, así como los requisitos para su reprogramación.
En materia de descentralización política, Guatemala tiene la ventaja que desde 1945 los alcaldes y corporaciones municipales son electos por voto popular.  La Constitución Política de la República establece la autonomía del municipio, así como el actual Código Municipal (Decreto No. 12-2002) atribuye a las administraciones municipales ámbitos más amplios de competencias y la Ley General de Descentralización (Decreto No. 14-2002) establece que cualquier transferencia de competencias deberá ir acompañada de los recursos financieros necesarios para su gestión.  En relación a la descentralización administrativa, están disponibles diversas competencias administrativas para los municipios, en la figura de sus corporaciones municipales; ejemplo de ello es la administración del tránsito.  Con el objetivo de dar cumplimiento a la Ley General de Descentralización, el gobierno ha formulado la Política Nacional de Descentralización del Organismo Ejecutivo, dando una orientación de largo plazo al proceso descentralizador.  Dicha política basa sus programas en que los habitantes de los departamentos y municipios definan de manera más efectiva las medidas que los benefician o los afectan.
Una iniciativa interesante impulsada por la actual administración es la implementación de los Gabinetes Móviles, actividades periódicas de intercambio entre el Presidente de la República, el Vicepresidente, los Ministros, Secretarios y Comisionados Presidenciales con los Diputados, Alcaldes, Gobernadores, Consejos de Desarrollo, líderes comunitarios y la población en general.  Los objetivos de dichas actividades son fortalecer el poder local, recibir directamente de los representantes de la comunidad las prioridades de inversión social, así como conocer de cerca los problemas y buscar de manera conjunta las soluciones de corto, mediano y largo plazo.

Entre los principales avances implementados en sentido general en el campo del fortalecimiento de los gobiernos locales, mediante la Comisión Presidencial para la Reforma, Modernización y Fortalecimiento del Estado y sus Entidades Descentralizadas, creada el 4 de noviembre de 2004 mediante el Acuerdo Gubernativo 346-2004, se encuentran los siguientes:
· Soporte técnico a diversas comisiones de trabajo del Congreso de la República en apoyo a la negociación y enmiendas en la formulación y aprobación de la Ley General de Descentralización, Código Municipal y Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural, las cuales fueron aprobadas en al año 2002.

· Reuniones de trabajo con alcaldes y Concejos Municipales de las diferentes regiones del país para la discusión del proceso de descentralización y el combate a la pobreza, en el marco de las leyes del fortalecimiento del poder local.

· Participación y coordinación con autoridades locales y la Red Interinstitucional para la divulgación y capacitación de las leyes de desarrollo social y participación ciudadana.

· Apoyo a la Asociación Nacional de Mujeres en el Gobierno Municipal, en la organización y desarrollo de los planes estratégicos y de incidencia en la política municipal.

· Apoyo a la conformación de varias mancomunidades de municipios.
· Asesoría y acompañamiento directo a miembros de 20 escuelas mayas del departamento de Sololá para la elaboración de estatutos y trámites de obtención de la personalidad jurídica.

· Participación en el diseño, validación, puesta en marcha y asesoría en la elaboración de documentos legales soporte para el programa descentralizado de vivienda popular con enfoque municipalista, desarrollado conjuntamente entre COPRE, el Ministerio de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda y el Fondo Guatemalteco para la Vivienda (FOGUAVI).

· Asesoría técnica y acompañamiento a la Asociación de Alcaldes del Departamento de Guatemala en aspectos tales como: conflictos de límites intermunicipales, situación del transporte de tránsito, servicio de agua, recolección, tratamiento y deposición de los desechos sólidos.

En el ámbito financiero, con el objetivo de dar continuidad al programa de modernización financiera del Sector Público y fortalecer la descentralización y transparencia del gasto público, se propone ampliar la cobertura del Sistema Integrado de Administración Financiera SIAF a las municipalidades del país, por medio de asistencia técnica, hardware y software , así como la capacitación correspondiente para incrementar la eficiencia y transparencia de las administración financiera y control de los gobiernos locales.  Se implementó una herramienta liviana denominada SIAFITOMUNI que permite a las municipalidades la formulación y ejecución de su presupuesto bajo el esquema de categorías programáticas, con el fin de consolidar las cuentas nacionales.  Actualmente el programa está instalado en 302 municipalidades de un total de 331.  Esta herramienta informática apoya la rendición de cuentas, ya que es el sistema oficial que la Contraloría General de Cuentas reconoce.  

2.  DERECHOS HUMANOS Y LIBERTADES FUNDAMENTALES:
· Cumplimiento de Obligaciones Internacionales, Respeto de las Normas Internacionales y Fortalecimiento de los Sistemas de Derechos Humanos
· Migración
· Derechos humanos de la mujer
· Derechos humanos de la niñez y la adolescencia
· Libertad de opinión y de expresión
· Cumplimiento de Obligaciones Internacionales, Respeto de las Normas Internacionales y Fortalecimiento de los Sistemas de Derechos Humanos
El Estado de Guatemala incorpora en su legislación y en sus políticas públicas la promoción del bien común, la consolidación del régimen de legalidad, seguridad, justicia, igualdad, libertad y la paz.  Así también, en consonancia con la Constitución Política de la República, protege a la persona humana y garantiza a sus habitantes la vida, la libertad, la justicia, la seguridad, la paz y el desarrollo integral de la persona.  El cumplimiento y respeto a los derechos humanos se basa en las garantías constitucionalmente establecidas y en los compromisos adquiridos por el Estado a través de la ratificación  de instrumentos internacionales en materia de derechos humanos.

El Gobierno de la República asume el compromiso y propone las medidas y acciones requeridas para garantizar que todos sus habitantes y en particular los grupos vulnerables, los defensores de derechos humanos, administradores y operadores de justicia, periodistas y comunicadores sociales, gocen de un clima de seguridad que les permita desenvolverse con libertad en el ejercicio de sus funciones en la promoción, garantía, defensa y protección de los derechos humanos, poniendo especial énfasis en los pueblos indígenas.  Se ha rescatado poco a poco la credibilidad de las instituciones, impulsando y proyectando en el ámbito nacional e internacional la Política de Protección de Derechos Humanos.  Se ha reconocido la responsabilidad del Estado en casos de las violaciones del pasado.  Se ha dado prioridad a la dignificación de las víctimas estableciéndose la Comisión para el Resarcimiento  y el relanzamiento de los Acuerdos de Paz ha sido acompañado por la designación del 25 de febrero como “Día de la Dignificación de las Víctimas”.

Guatemala ha ratificado la mayoría los instrumentos universales e interamericanos de derechos humanos y apoya las medidas encaminadas a fortalecer el sistema interamericano de protección de los derechos humanos.  Asimismo, da cumplimiento a las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a las recomendaciones de la CIDH, habiendo reconocido la responsabilidad del Estado en varios de los casos sometidos ante la Corte.
De acuerdo con estadísticas e información proporcionada por la Secretaría de la Corte, a la fecha, Guatemala tiene veinticuatro casos contenciosos y medidas provisionales ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de los cuales 10 han sido resueltos, 1 está en trámite, 8 son medidas provisionales activas y 5 son medidas provisionales archivadas.  El casos que se encuentra en tramitación es el Caso Raxcacó Reyes.  Los casos que han sido resueltos y se encuentran ya sea en etapa de supervisión de cumplimento ó reparaciones son: Caso Paniagua Morales, Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros), Caso Myrna Mack Chang, Caso Maritza Urrutia, Caso Masacre Plan de Sánchez, Caso Bámaca Velásquez, Caso Carpio Nicolle y otros, Caso Panel Blanca, Caso Fermín Ramírez y el Caso Blake.  Las medidas provisionales activas son: Bámaca Velásquez, Blake, Carpio Nicolle, Colotenango, Helen Mack y otros, Masacre Plan de Sánchez (Salvador Jerónimo y otros), Raxcacó y otros, y Fermín Ramírez
Las principales acciones gubernamentales emprendidas con el único objetivo de promover y proteger los Derechos Humanos de los guatemaltecos y guatemaltecas son las siguientes:

· Firma del Acuerdo entre el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos y el Gobierno de la República de Guatemala relativo al establecimiento de una oficina en Guatemala, así como la posterior aprobación por parte del Congreso de la República del mismo, con lo cual se formaliza la pronta instalación de esta Oficina en el país.

· Establecimiento de la Unidad de Defensores de Derechos Humanos, destinada a dar seguimiento a las denuncias presentadas; elaboración del Plan de Acción Nacional de Protección para Defensores de Derechos Humanos; presentación de la Propuesta de Política Pública de Protección a los Defensores de Derechos Humanos; y presentación de la Propuesta de Nuevo Catálogo de Medidas de Protección.
· Relanzamiento de los Acuerdos de Paz como agenda básica de la administración pública y suscripción del Acuerdo Gubernativo No. 86-2004, que dio sustento jurídico y político a los Acuerdos de Paz e institucionaliza la Comisión Nacional para la Paz (CNAP).
· Aprobación el 3 de agosto de 2005 por parte del Congreso de la República (Decreto 52-2005) de la Ley Marco de los Acuerdos de Paz, la cual reconoce a dichos Acuerdos como compromisos de Estado, así como establece normas y mecanismos para su debido cumplimiento. La CNAP será el ente encargado de supervisar la implementación de las políticas públicas en el marco de estos acuerdos.
·  Atención a relatores de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y de la Organización de Naciones Unidas (ONU) que visitaron Guatemala en el año 2004, a quienes se les brindó todo el apoyo requerido para el cumplimiento de sus funciones.
· La Corte Suprema de Justicia ha realizado actividades de capacitación que persiguen sensibilizar a los operadores de justicia, con el fin de que apliquen los convenios internacionales ratificados por Guatemala, especialmente en lo que respecta a la observancia del Convenio 169 sobre los derechos de los Pueblos Indígenas y los que se refieren a la mujer y a los menores.  De esa cuenta se han desarrollado cursos, seminarios, talleres y otras actividades en las actividades de formación inicial para aspirantes a jueces de paz y de primera instancia.
· Migración

Guatemala actualmente ejerce la Vicepresidencia del Grupo de Trabajo Encargado de Elaborar un Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, Incluyendo los Trabajadores Migrantes y sus Familias, dentro del Consejo Permanente de la Organización de los Estados Americanos.  Este programa ya se encuentra establecido, toma en cuenta las actividades de la CIDH y apoya la labor encomendada al Relator Especial sobre Trabajadores Migrantes de la CIDH y de la Relatora Especial para las Migraciones de las Naciones Unidas.  Se espera que este programa tenga resultados que aseguren mejores relaciones entre las autoridades, las instituciones y los gobiernos hacia los migrantes, que por buscar un horizonte de atención a su derecho socioeconómico, se ven forzados a emigrar hacia otros países del hemisferio.
Como piedra angular para la atención al guatemalteco que reside en el exterior, el Ministerio de Relaciones exteriores ha elaborado una propuesta de Política Pública de Atención al Migrante, la cual se basa en tres grandes principios que se circunscriben a la perspectiva del desarrollo humano, la relación con las comunidades en el exterior y la protección de los derechos humanos. Entre las acciones se contempla el gradual fortalecimiento de los servicios consulares, el apoyo a las gestiones para la regularización migratoria, comunidades indígenas en el exterior, migrantes en tránsito por Guatemala y regularización de centroamericanos residentes en Guatemala, búsqueda de mecanismos que conduzcan a la migración legal de trabajadores temporales, así como creación de condiciones económicas y sociales que inhiban las migraciones. 

El Ministerio de Relaciones Exteriores ha convocado la formación de un Grupo Interinstitucional que trabaje coordinadamente en el combate a la Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes, integrando 22 instituciones de Estado, entre las cuales se incluye al Congreso de la República y organizaciones de la sociedad civil.  También se encuentra preparando un proyecto de Memorando de Entendimiento en el ámbito regional centroamericano, para la protección de víctimas de trata de personas y tráfico ilícito de migrantes, dejando espacio abierto a los demás países de la región para que se adhieran  al mismo.  Por otro lado, se encuentra ejecutando el Memorando de Entendimiento entre Guatemala y Los Estados Unidos de América para la cooperación en materia de prevención, control, sanción de actividades relativas a la trata de personas, específicamente en lo relativo a una campaña de comunicación.

En referencia al retorno de migrantes guatemaltecos en situación de alta vulnerabilidad, el 13 de octubre de 2004, Cancillería  suscribió con la Organización Internacional para las Migraciones –OIM- un “Convenio de Cooperación Técnica y Financiera para un digno  y seguro retorno de guatemaltecos fallecidos en el exterior”. Se ha creado el Fondo para la Repatriación de Personas Fallecidas y Altamente Vulnerables para la ejecución del Convenio referido.  Por otro lado, impulsa y coordina, con el apoyo de OIM, el Programa Piloto de Trabajadores Agrícolas Migrantes Temporales en Canadá, el cual a la fecha alcanza aproximadamente 400 trabajadores. Además, se evalúa un programa de trabajadores  similar  para ser implementado en los Estados Unidos

La Policía Nacional Civil y la Dirección General de Migración, con la colaboración del Ministerio Público y el Organismo Judicial, tiene entre sus principales objetivos combatir efectivamente la trata de personas, así como es responsable de la asistencia a víctimas y de la captura y persecución penal de los responsables.  Adicionalmente se han establecido programas de operativos en las delegaciones migratorias y en las zonas fronterizas.  La Dirección General de Migración establecerá dentro de la Subdirección de Control Migratorio una unidad específica para el combate a la trata y tráfico de personas que coordinará la Policía Nacional Civil.  Con respecto a la capacitación del personal de la Dirección General de Migración, se desarrolla un programa para el personal de la institución, a fin de actualizarlo en los temas de competencia.

Guatemala es miembro de la Conferencia Regional sobre Migración (CRM), también conocida como Proceso de Puebla, creada para fomentar el diálogo sobre el tema migratorio en la región de Centroamérica y América del Norte.  Como participante activo dentro de dicho mecanismo, Guatemala está comprometida con el movimiento ordenado de personas y con el respeto a los derechos humanos de los migrantes, atiende temas de migración internacional en un contexto multilateral y se compromete a intercambiar información sobre políticas o prácticas relacionadas con la migración internacional.  Guatemala participó en la X Reunión de la Conferencia Regional sobre Migración, que tuvo lugar en Vancouver, Canadá del 10 al 11 de marzo de 2005, a través de la representación de la Viceministra de Relaciones Exteriores, Licenciada Marta Altolaguirre Larraondo.
· Derechos Humanos de la Mujer

Entre los principales logros en materia de Derechos Humanos para las mujeres en Guatemala, se encuentra la creación de la Secretaría Presidencial de la Mujer, por Acuerdo Gubernativo 200-2000(2).  Su primer acción exitosa fue la coordinación de la formulación de la Política Nacional de Promoción y Desarrollo de las Mujeres Guatemaltecas y Plan de Equidad de Oportunidades 2001-2006, la cual responde a compromisos internacionales asumidos por el Estado y que constituye el recaudo de consenso de las iniciativas del Estado y el movimiento amplio de mujeres de la Sociedad Civil en el planteamiento de sus demandas desde sus condiciones históricas de opresión, exclusión y discriminación.
El acceso de las mujeres a los derechos adquiridos y al sistema de justicia ha iniciado un camino que en buena parte se ha debido al trabajo de mujeres organizadas y a la voluntad política de las Instituciones del Estado, que han realizado esfuerzos colectivos por mejorar la condición jurídica de las mujeres a través de legislación moderna y progresista.  En este sentido el objetivo del Organismo Judicial ha sido fortalecer el marco político–institucional estatal que aborde efectivamente el problema de la violencia contra las mujeres en Guatemala, por medio de la profundización del conocimiento acerca de la problemática y de la respuesta institucional, el mejoramiento de la calidad y oportunidad de los servicios de atención integral y el fortalecimiento de procesos de sensibilización y educación.

Por otra parte, dentro de las acciones concretas en el ámbito de acceso a la justicia se pueden citar las siguientes:
· Justicia Móvil para la mayor atención de la mujer

· Atención a la mujer a través de la mediación

· Capacitación en género

· Asistencia psicológica a las víctimas del conflicto armado

· Generación de oportunidad laboral para la mujer

· Política de Respaldo del Tema de Género al más alto nivel

· Cooperación internacional a través de las agencias correspondientes de España, Noruega, Suecia, Países Bajos, PNUD,

Para la atención de problemas relacionados con la mujer, existen tribunales con una cobertura a nivel nacional, distribuidos de la siguiente forma: 
· Juzgados de Familia,  Trabajo y de Previsión Social, que funcionan en las 22 cabeceras departamentales.

· Juzgado de la Niñez y la adolescencia, en la ciudad capital y algunos departamentos.

· Los casos de violencia intra-familiar son atendidos por los Juzgados de Paz que operan en los 331 municipios de la República.  En familia y juzgados de la niñez se cuenta con trabajadoras sociales y psicólogas.

En 2004 se recibió la visita de la Relatora Especial de Naciones Unidas en el tema de violencia contra las mujeres, sus causas y consecuencias, Yakin Ertüker, así como de la Relatora sobre Derechos Humanos de las Mujeres de la CIDH, Susana Villarán.  Ambas se reunieron con altas autoridades de gobierno, sostuvieron reuniones con familiares de víctimas, grupos de la sociedad civil e instituciones que atienden que atienden la violencia intrafamiliar y violencia contra la mujer.  Sus recomendaciones están siendo tomadas en cuenta para el pleno respeto de los derechos humanos de las mujeres, así como para la prevención y sanción de la violencia en su contra.
· Derechos humanos de la niñez y la adolescencia

Guatemala es parte de los dos protocolos facultativos de la Convención sobre los Derechos del Niño de las Naciones Unidas, específicamente de aquel sobre la Participación de los Niños en conflictos Armados, así como aquel sobre la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía, ambos ratificados el 30 de abril de 2002 y depositados ante las Naciones Unidas el 9 de mayo del mismo año.
· Libertad de opinión y de expresión

El gobierno de Guatemala, con el apoyo de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), impulsa la Ley conocida como Hábeas Data.  Más recientemente, la Relatoría ha expresado su satisfacción por las decisiones judiciales que declaran la inconstitucionalidad del delito de desacato en Guatemala. Asimismo,  considera que estas medidas constituyen pasos decisivos hacia el fortalecimiento de la libertad de expresión en el continente.
3.  JUSTICIA, ESTADO DE DERECHO Y SEGURIDAD DE LAS PERSONAS:

· Acceso a la Justicia
· Independencia del Poder Judicial

· Reuniones Hemisféricas de Ministros de Justicia
· Combate al Problema de las Drogas

· Delincuencia Organizada Transnacional

· Acceso a la Justicia
En la ejecución del componente de acceso a la justicia, la Corte Suprema de Justicia, a través de su Unidad de Modernización, ha instituido un sistema para el impulso de los mecanismos para la resolución alternativa de conflictos, dándole primordial énfasis al impulso de una cultura de diálogo para evitar la escalada del conflicto, facilitar el acceso ágil y directo para la solución de controversias, reducir la carga de los tribunales y consecuentemente reducir el costo del litigio, implementando un sistema de mediación basado fundamentalmente en la creación de centros de mediación, en total congruencia con el Acuerdo Sobre el Fortalecimiento del Poder Civil y Función del Ejército en una Sociedad Democrática, que establece la necesidad de ampliar y reconocer mecanismos alternativos de resolución de conflictos.  
· LA MEDIACIÓN: Como estrategia, desde que se aprobó el sistema, todos los diseños de las remodelaciones y nuevas edificaciones de juzgados y centros de justicia, contemplan un centro de mediación.  Para incrementar la cobertura y teniendo la ventaja de contar con edificaciones existentes, se impulsaron otras formas de atención, con esquemas itinerantes y móviles. En la mediación itinerante el mediador se traslada a prestar servicio en varias comunidades en las cuales el Organismo Judicial cuenta con un centro de mediación fijo, edificado y equipado, cuyo índice de ocurrencia de problemas es menor y por lo tanto no justifica mantener personal fijo en cada centro.  En la mediación móvil el centro de mediación equipado y su personal se trasladan a varios lugares para acercar los servicios a la población de escasos recursos y donde la ocurrencia de conflictos es mayor.
· LA CONCILIACIÓN: La conciliación es impulsada como una fortaleza inherente a los jueces, a efecto de descargar al sistema de justicia de los casos en los cuales sea posible obtener arreglos de solución pronta por la vía conciliatoria.  Lo fundamental es que el Programa de Conciliación promueve que el juez tenga la capacitación necesaria para aplicar mecanismos alternos con el fin de resolver los conflictos de una manera pacífica y más ágil.

Educar e informar a  la población, especialmente a los niños y jóvenes, sobre el sistema de justicia, derechos y responsabilidades, ha sido uno de los objetivos primordiales del proceso de modernización del Organismo Judicial, para lo cual se han realizado actividades de divulgación, promoción, capacitación y educación, tanto interna como externamente, entre las que se cuenta el Programa de Educación.
Dentro del Programa de Educación de la Corte Suprema de Justicia se cuenta con 3 subprogramas de gran importancia para el acceso a la justicia y la prevención de la violencia:

· Subprograma Prevención de Linchamientos.   Este pretende concienciar a la población sobre la gravedad de los linchamientos y sobre el conocimiento del sistema justicia, a través de talleres.  Se ha propiciado que los talleres se impartan en los idiomas mayas que correspondan a las comunidades y en algunos lugares se han faccionado actas en las que los líderes comunitarios se han comprometido a no linchar y a buscar las instancias correspondientes para que sean juzgadas las personas sindicadas de cometer algún acto ilícito.  Adicionalmente, se participó en reuniones de socialización y sensibilización sobre el fenómeno de los linchamientos, impulsadas a través de la Mesa Nacional de Prevención de Linchamientos, que está conformada por instituciones de gobierno y de derechos humanos.
· Subprograma “Guía Básica de la Justicia Penal”.  Consiste en la inducción a catedráticos de estudios sociales de los establecimientos educativos de nivel medio, sobre conocimientos mínimos de la justicia penal, a quienes se les entregan ejemplares de la Guía Básica de la Justicia Penal, para que a su vez multipliquen el conocimiento en ejes temáticos semanales con los estudiantes. Se editó la guía en 4 idiomas mayas (k´iche´, kaqchikel, q´ekchi y tz´utujil), además de español.

· Subprograma “Un Día con la Justicia”: Se ejecuta a nivel nacional desde agosto de 2001 con el apoyo de jueces y el Ministerio de Educación.  Está dirigido a escolares de establecimientos públicos de primaria, a quienes se les informa sobre el valor y conocimiento de la justicia, a través de la promoción de la competencia en el rendimiento escolar.
En mayo de 2001 se concluyó el primer proyecto de Sensibilización y Capacitación a Operadores de Justicia en las Particularidades de las Comunidades, habiéndose realizado 14 talleres en 5 municipios.  Este proyecto fue ganador del Market Place en Washington, entre 1200 proyectos que compitieron a nivel mundial.  El programa incluyó sensibilización de las comunidades en el rol del sistema de justicia y a los operadores en las particularidades de las comunidades.  Al finalizar los talleres, dentro de las evaluaciones se identificó la apreciación de los valores, costumbres e idiomas por parte de los operadores de justicia, como un efecto inmediato de la sensibilización, siendo clara la respuesta en cuanto a la comprensión de la importancia del papel de las autoridades comunitarias indígenas, de las formas como resuelven sus conflictos en el derecho tradicional, destacando en éste la oralidad como herramienta fundamental.

En 2003 se realizó un estudio de evaluación socio-jurídica para tener elementos de apoyo a los 5 juzgados comunitarios que operan en el país y que aplican derecho consuetudinario.  Por ello, en la Fase II del Programa Nacional de Conciliación para Juzgados se ha incluido una capacitación especial para los juzgados comunitarios y están considerados como parte del mejoramiento de la gestión informatizada del sistema nacional que se está ejecutando.  En el estudio se determinó que las comunidades perciben a los juzgados como una instancia para resolver sus conflictos pero que éstas y los propios jueces esperan se les amplíe su marco legal para atender materias no penales.
La Corte Suprema de Justicia creó en el año 2002, la Comisión de Asuntos indígenas, con el propósito de coordinar  e impulsar acciones para viabilizar el acceso de las poblaciones indígenas al sistema de justicia oficial, de forma eficiente y eficaz, así como establecer canales de comunicación y coordinación con el sistema jurídico maya.  Dicha comisión ha coordinado acciones con la Subcomisión de Acceso a la Justicia que es parte de la Comisión Nacional para el Seguimiento y Apoyo al Fortalecimiento de la Justicia y ha impulsado acciones para atender las necesidades de justicia de la población indígena.

Para impulsar el acceso a la justicia, en 2003 y 2004, el Organismo Judicial forma parte de la Comisión Técnica que ha realizado la planificación y las acciones de capacitación para formular los glosarios de términos jurídicos en idiomas mayas.  Su objetivo es promover un enfoque multicultural en la administración de justicia.  Dentro de las acciones, se propició la participación de jueces bilingües e intérpretes en los talleres de diagnóstico y preparación de los glosarios jurídicos.  Desde 2003, el Organismo Judicial ha venido participando en la Mesa Intersectorial de Diálogo sobre los Pueblos Indígenas, coordinada por PNUD, a efecto de unir esfuerzos para promover la temática y generar acciones que incidan en la política pública y en las instituciones que conforman la Mesa, para el mejoramiento del acceso a la justicia de los pueblos indígenas.  

La Corte Suprema de Justicia impulsó, en el marco de la modernización, la creación de juzgados y tribunales, con la estrategia de cubrir totalmente a nivel de municipios y que cada cabecera departamental tuviera por lo menos cuatro órganos jurisdiccionales: uno que controla la Investigación Penal, otro para el ramo de Trabajo y Familia, uno Civil y Económico-Coactivo, y uno de Sentencia.  Durante el período, la Corte Suprema le dio especial énfasis a la instalación de juzgados de alto impacto en materia penal para mejorar el acceso a la justicia, la calidad del trabajo y el combate a la corrupción.  Actualmente la cobertura geográfica a nivel de juzgados de paz que funcionan en los municipios es del 100%.

· Independencia del Poder Judicial

La Constitución Política de la República de Guatemala establece la Carrera Judicial.  Después de varias propuestas a casi 11 años desde que se emitió la normativa  constitucional, la Corte Suprema realizó dentro del proceso de modernización, una intensa gestión ante el Legislativo para la aprobación de la Ley de la Carrera Judicial, que culminó con la emisión del Decreto No.41-99 del 29 de noviembre de 1999.  En cumplimiento de esa norma constitucional y de la Ley de Carrera Judicial se ha venido fortaleciendo la Carrera Judicial, con apego también a lo dispuesto en los Acuerdos de Paz y en consonancia con los planteamientos y decisiones de congresos, declaraciones, pactos y convenios relacionados con la temática, fundamentalmente en el marco de los principios básicos adoptados por las Naciones Unidas para la prevención del Delito y Tratamiento del delincuente, que fueron formulados para ayudar a los estados miembros en su tarea de garantizar y promover la independencia de la judicatura.

En el año 2000 la Corte Suprema aprobó el Reglamento de la Ley de la Carrera Judicial y se comienza a partir de este año su implementación positiva creando los siguientes órganos:   

· El Consejo de la Carrera (Presidente, Gerente de Recursos Humanos, Representante    de Jueces, Representante de Magistrados de Corte de Apelaciones, y éstos 4 nombran al 5to. Integrante que es el Director de la Unidad de Capacitación).

· La Junta de Disciplina Judicial (integrada por 2 Magistrados y jueces por sorteo) 
· La Unidad de Capacitación Institucional.  

Además se elaboraron los instrumentos para convocar a la postulación de los primeros miembros del Consejo en lo que respecta a la representación de los magistrados y jueces.  El objeto de dicha Ley es establecer los principios, normas y procedimientos, así como crear los órganos necesarios para la administración y operación del sistema total que regula el ingreso, permanencia, ascenso, capacitación, disciplina y otras actividades de los magistrados y jueces, con el fin de garantizar su dignidad, independencia y excelencia profesional.  

El sistema de carrera ha permitido fortalecer la independencia judicial de los jueces al entrar por oposición al servicio, y en general se ha mejorado los procesos de reclutamiento, selección, capacitación y se cuenta con un sistema disciplinario y de evaluación del desempeño del recurso humano del Organismo Judicial.  

· Reuniones Hemisféricas de Ministros de Justicia
Guatemala participa activamente en las reuniones hemisféricas de Ministros de Justicia y Procuradores Generales de las Américas, apoyando el trabajo que se desarrolla en las mimas.  Durante la Quinta Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas (REMJA V), que se celebró en la sede la OEA los días 28 al 30 de abril de 2004, se destacó el deseo unánime de fortalecer las modalidades de cooperación e intercambio de información entre los Estados para combatir las nuevas amenazas como la delincuencia transnacional organizada, el terrorismo y el delito cibernético. Ejemplo de este consenso lo constituyó la decisión de adoptar la Red Hemisférica de Intercambio de Información para la Asistencia Judicial Mutua en Materia Penal.  La sexta Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas  (REMJA VI) se llevará a cabo en 2006, con fecha y lugar pendientes de confirmación.
· Combate al Problema de las Drogas

La Secretaría Ejecutiva de la Comisión contra las Adicciones y el Tráfico Ilícito de Drogas (SECCATID), creada en 1992, depende directamente de la Vicepresidencia de la República y tiene a su cargo la prevención y tratamiento de las adicciones y la rehabilitación de los adictos, mediante el apoyo a programas de prevención, capacitación, tratamiento y rehabilitación, así como investigación. La Comisión (CCATID) está integrada por representantes de los ministerios de Gobernación, Defensa Nacional, Salud Pública y Asistencia Social, Educación, Agricultura, Ganadería y Alimentación, Relaciones Exteriores, Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda, así como el Ministerio Público.
Guatemala acoge con beneplácito el desarrollo del Mecanismo de Evaluación Multilateral MEM de la Comisión Interamericana, y reitera su compromiso para hacer de ese mecanismo, único en el mundo, uno de los pilares centrales de una cooperación hemisférica eficaz para la lucha contra todos los factores que constituyen el problema mundial de la droga.  De acuerdo con la última Evaluación del Progreso de Control de Drogas 2003-2004 correspondiente a Guatemala, emitida por el MEM de la CICAD, dicho organismo ve con satisfacción que el país haya ratificado todas las Convenciones Internacionales relativas a las drogas, crimen organizado y corrupción dentro del marco del MEM.  Guatemala cuenta con un Plan Nacional Antidrogas vigente hasta el año 2008, programas de prevención hacia la población clave y ha avanzado también en el desarrollo de directrices sobre las normas mínimas de atención para los programas de tratamiento.

CICAD reconoce los esfuerzos que realiza el país para el desarrollo de acciones policiales en la erradicación de cultivos ilícitos.  El gobierno de Guatemala realiza esfuerzos para cumplir con las recomendaciones del MEM: orientar programas de desarrollo alternativos en zonas de alto riesgo y evitar la aparición y aumento de nuevos cultivos; desarrollar programas de prevención hacia los niños trabajadores y población carcelaria, así como establecer mecanismos para la evaluación del impacto de los programas de tratamiento, y fortalecer el control de varios de los productos farmacéuticos y sustancias químicas contemplados en las Convenciones de las Naciones Unidas de 1961 y 1971.  
El Organismo Judicial en el ámbito de su competencia, ha creado órganos especiales para conocer los delitos de narcotráfico, denominados Tribunales de Alto Impacto: uno de Primera Instancia en Quetzaltenango, uno de Primera Instancia en Chiquimula, dos de Primera Instancia y dos de Sentencia Penal en la ciudad capital, que procesan los hechos relativos a la materia, con lo cual la institución ha tomado en serio las acciones para el combate al narcotráfico.
· Delincuencia Organizada Transnacional
Guatemala es parte de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (o Convención de Palermo), del Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, así como del Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños, que complementan la Convención de Palermo. Con respecto al tercer y restante protocolo (Protocolo contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones), se hizo el depósito del instrumento, mas no había entrado en vigor internacional, razón por la cual Guatemala no lo había publicado. Sin embargo, al haber entrado en vigor en julio del presente año, Guatemala se encuentra pendiente de publicarlo, pues se encontraba el mismo vigente internacionalmente pero no internamente.

Guatemala participó en la “Reunión sobre el fenómeno de las pandillas juveniles transnacionales y su relación con el problema de las drogas en el contexto de la delincuencia organizada transnacional”, el 16 y 17 de junio de 2005 en Tapachula, México.  Se dio un intercambio de ideas y experiencias relativas al fenómeno de las pandillas en las áreas de prevención, investigación, procesamiento, condena y cooperación regional.

En el marco centroamericano también se han realizado esfuerzos en este sentido por parte de Guatemala, en el seno del Sistema de Integración Centroamericana SICA.  Durante la XXVIII Comisión de Seguridad de SICA, realizada en El Salvador el 10 de septiembre de 2004, se aprobó el Plan Regional contra la Actividad Delictiva de las Pandillas y/o Maras. La Comisión se encuentra integrada por los Viceministros de Relaciones Exteriores, Gobernación y Defensa Nacional de cada país miembro.  Posteriormente en la XXIX Reunión de la Comisión de Seguridad de SICA, realizada en El Salvador el 25 de noviembre de 2004, se aprobó la implementación de la Estrategia Regional en Materia de Previsión Social de la Violencia, Rehabilitación y Reinserción de Jóvenes en Situación de Alto Riesgo o en Conflicto con la Ley del “Plan Centroamérica Segura”.  Como avance, puede identificarse que se tiene programada la realización de un foro a nivel regional, con el objetivo de definir una estrategia regional con los expertos gubernamentales de cada país, en materia de reinserción de jóvenes en situación de alto riesgo o en conflicto con la ley.
Uno de los ejes de la política del actual gobierno en materia de seguridad preventiva, ha sido la reinserción legal, social y productiva de ex pandilleros o la ayuda a jóvenes con problemas diversos, con el objetivo de evitar que se incorporen a las pandillas juveniles o maras.  En ese sentido, se inauguró el primer centro de rehabilitación denominado Casa Eddy Gómez, cuya gestión estará a cargo de la Alianza para la Prevención del Delito (APREDE).  Guatemala también ha logrado captar apoyo internacional, adicional al ya existente, con la finalidad de optimizar sus esfuerzos en materia de seguridad ciudadana.  
4. SEGURIDAD HEMISFERICA

· Fortalecimiento de la Confianza Mutua

· Lucha contra el Terrorismo

· Fortalecimiento de la Confianza Mutua
A partir de la firma de los Acuerdos de Paz, uno de los lineamientos fundamentales del Estado ha sido la desmilitarización de sus estructuras, en términos de reducción de efectivos y presupuesto. Paralelamente, se ha llevado a cabo una gradual redefinición de las relaciones cívico-militares, en términos de subordinación de la institución armada al poder civil, así como la delimitación de los roles desempeñados por los militares, circunscribiéndolos estrictamente las funciones de seguridad exterior.  La actual administración ha asumido la revitalización y consolidación de este proceso como prioritario, principalmente a través de las siguientes medidas: 

· Reducción del ejército de 27,000 a 15,500 efectivos en 2004, así como recorte presupuestario y de bases militares, alcanzando la institución armada una dimensión congruente con una democracia civil en tiempos de paz.

· Modernización y transformación de la institución armada, consistente en cuatro fases: desactivación de regiones, comandos, servicios y dependencias militares; retiro de los componentes mencionados (desmovilización y reducción); conformación de cinco plataformas operativas móviles y tres unidades especiales que conforman el nuevo Ejército reducido; y concentración de personal sujeto a reasignación o retiro voluntario.
· Actividades de capacitación que incluyen la apertura del Curso de Altos Estudios Estratégicos del Centro de Estudios Superiores de la Defensa Nacional, el Diplomado de Derechos Humanos y Cultura de Paz, así como el Seminario Regional Democracia, Seguridad y Derechos Humanos.

· Aprobación de la Doctrina Militar, paso fundamental en el proceso democratizador como tal.  El nuevo cuerpo doctrinario es fruto del consenso social, logrado en el marco de la Mesa de Diálogo y Participación en Seguridad y Defensa, a través de la cual se ha creado la Comunidad de Defensa, integrada por representantes del Ejército, sector público, organizaciones de la sociedad civil y centros académicos y de investigación.
La Comunidad de Defensa seguirá trabajando en los procesos de debate, consenso y aprobación de la Política de Defensa, actualmente en discusión, así como de la Ley Constitutiva del Ejército, el Código Militar, el Sistema de Justicia Militar y la Reforma Educativa Militar, todo ello orientado a la conformación de un nuevo Ejército subordinado al poder civil, a la defensa de los derechos humanos y supeditado al ordenamiento democrático y a los Acuerdos de Paz.

Adicionalmente, se tiene estipulado crear el Sistema Nacional de Seguridad, el cual supone la creación de un ente rector que defina políticas de seguridad interna y externa, una Agenda Nacional de Seguridad, así como la coordinación de los mecanismos de control interno para el efecto.  Lo anterior se basa en el modelo de seguridad democrática, que se apoya en el Tratado Marco de Seguridad Democrática, los Acuerdos de Paz, así como los procesos participativos de definición de políticas públicas.  La seguridad nacional pretende ser abordada a través de tres momentos: la prevención, la intervención (haciendo uso proporcional de la fuerza, respetando el estado de derecho) y la protección (a través de acciones orientadas a apoyar a las víctimas y su entorno).  Los principios de esta propuesta son la creación de un sistema que permita una adecuada integración entre acciones estratégicas y coyunturales, creando instituciones nuevas y fortaleciendo las existentes, así como la institucionalidad fortalecida en la relación de cooperación entre Gobierno y Sociedad.  Para alcanzar los objetivos propuestos, se debe partir del fortalecimiento de dos instituciones clave para la seguridad en Guatemala, que son el Ministerio de Gobernación y la Secretaría de Análisis Estratégico.
La actual administración ha iniciado una nueva era en su relación bilateral con Belice, en la que en forma paralela se busque una solución al diferendo territorial existente entre ambos países y se comprometan a generar las condiciones adecuadas para lograr una solución definitiva al diferendo, y por otro lado se sostenga un esfuerzo constructivo que permita resolver los problemas socio económicos que aquejan a sus poblaciones.  Guatemala considera que dicho diferendo territorial debe resolverse de manera pacífica y dentro de un plazo razonable, agotando los medios y mecanismos de solución pacífica de controversias previstos tanto en la OEA como en la Carta de la ONU.  Las Medidas de Fomento de la Confianza acordadas entre ambos países con el  objeto de asegurar el respeto de los derechos humanos de los habitantes de la zona de adyacencia serán renovadas próximamente en el mes de septiembre en la sede de la OEA en Washington D.C., a través de los Cancilleres tanto de Guatemala como de Belice, con el auspicio del Secretario General de la OEA, José Miguel Insulza.
En materia de seguridad hemisférica, la Conferencia Especial de Seguridad llevada a cabo en México en octubre de 2003, sentó las bases para un enfoque “multidimensional” de la seguridad que incorpora amenazas nuevas a las tradicionales.  Guatemala participó directa y especialmente en esta Conferencia, a través de su Ministro de Relaciones Exteriores, quien actuó en calidad de Relator de la citada reunión.

Guatemala desarrolla el Programa Nacional para el Desminado/Acción Integral Contra las Minas Antipersonales AICMA/OEA.  El Plan Nacional tiene como principal objetivo incrementar la seguridad en las zonas rurales y aumentar la disponibilidad de tierras agrícolas, contando además con una función humanitaria de devolver la seguridad y la confianza a los ciudadanos, así como disminuir la amenaza y el peligro que representan los artefactos explosivos.  Ha contado desde sus orígenes con la participación del Cuerpo Voluntario de Bomberos, Desmovilizados de la ex-guerrilla (URNG), el Cuerpo de Ingenieros del Ejército de Guatemala, contando con asesoría y financiamiento por parte AICMA/OEA en Guatemala, así como la supervisión técnica de la Misión de Asistencia para la Remoción de Minas en Centroamérica  de la Junta Interamericana de Defensa MARMINCA/JID y coordinación de la Comisión de Paz y Desminado del Congreso de la República.  Guatemala podría declararse libre de minas en la próxima Conferencia de Estados Partes para el cumplimiento de la Convención de Ottawa, a celebrarse en Croacia a finales de noviembre.

En materia de armas nucleares, el Artículo 14 del Tratado para la Proscripción de las Armas Nucleares en América Latina y el Caribe (Tratado de Tlatelolco) establece que los Estados parte de la Organización para la Proscripción de las Armas Nucleares en América Latina y el Caribe – OPANAL – deben presentar informes semestrales a la Secretaría General de la misma.  Guatemala presentó su último informe, correspondiente al período comprendido del 1 de julio de 2004 al 1 de enero de 2005.  En el mismo manifestó que durante dicho período, en territorio guatemalteco no tuvo lugar ninguna actividad prohibida por lo dispuesto en el Tratado de Tlatelolco.
· Lucha Contra el Terrorismo
La postura de Guatemala es de rechazo categórico a todas las formas de terrorismo, pues todo acto de terrorismo internacional es una amenaza a la paz y a la seguridad internacional, además de poner en peligro la vida y el bienestar de las personas en todo el mundo.  Guatemala trabaja en  una serie de medidas para fortalecer la seguridad fronteriza, ajustar los controles aduaneros y mejorar la calidad de los documentos de identificación y viaje. Además, aplica controles financieros para prevenir el lavado de dinero y la financiación de actividades terroristas.
El 3 de junio de 2002, durante la XXXIII AG-OEA, los Cancilleres de los países americanos suscribieron un importante tratado destinado a prevenir, sancionar y eliminar el terrorismo. La Convención Interamericana contra el Terrorismo (el primer tratado internacional de su clase, adoptado después de los ataques del 11 de septiembre) procura prevenir el financiamiento del terrorismo, fortalecer los controles fronterizos y aumentar la cooperación entre las autoridades policiales y judiciales de diferentes países, entre otras medidas. Guatemala ha demostrado a través de sus instituciones la cooperación en esta materia para cumplir con las resoluciones vinculantes en organismos que reflejan su preocupación en este tema.  Este instrumento, ha sido suscrito por Guatemala y se encuentra en proceso de ratificación.
La Superintendencia de Bancos elaboró el Proyecto de Ley para Prevenir y Reprimir el Financiamiento del Terrorismo, tomando como base principalmente lo establecido en el Convenio Internacional de las Naciones Unidas para la Supresión de la Financiación del Terrorismo, así como las Resoluciones 1373 y 1390 del Consejo de Seguridad de la ONU, y las Ocho Recomendaciones Especiales del GAFI.  Dicho proyecto de ley se encuentra pendiente de aprobación por parte del Congreso de la República.
5. SOCIEDAD CIVIL
· Fortalecimiento de la Participación en los Procesos Hemisféricos y Nacionales
La Comisión Presidencial para la Reforma, Modernización y Fortalecimiento del Estado y sus Entidades Descentralizadas, en el fortalecimiento de la participación de la sociedad civil en los procesos nacionales, ha realizado acciones tales como:

· Talleres de capacitación sobre las leyes de desarrollo social a los integrantes de los Consejos Departamentales de Desarrollo Urbano y Rural.

· Jornada sobre desarrollo económico local donde se recogió las experiencias de los gobiernos municipales

· En apoyo a la sociedad civil se realizó el programa de finanzas públicas al cual asistieron diversos profesionales de varias organizaciones.

· Taller sobre el presupuesto, la planificación participativa, el control fiscal y el Sistema Integrado de Administración Financiera realizado en Chichicastenango, Departamento de el Quiché.

En el proceso hemisférico, la participación de la sociedad civil se ha dado principalmente a través de un diálogo establecido entre la Cancillería y el Instituto de Investigación y Autoformación Política INIAP, quien fue designada por la Corporación PARTICIPA y la Coordinadora Regional de Investigaciones Económicas y Sociales CRIES, como coordinador nacional del informe de la sociedad civil.  El informe de Guatemala de Seguimiento de la Sociedad Civil al Plan de Acción de Québec fue presentado a nivel nacional en agosto de 2004 por INIAP y será llevado a la Cumbre de las Américas, a celebrarse el 4 y 5 de noviembre del presente año en la ciudad de Mar del Plata, Argentina.  
Los temas desarrollados en el informe son los siguientes: 

· Acceso a la Información,

· Libertad de Expresión, 

· Gobierno Local y Descentralización,

· Fortalecimiento de la Sociedad civil, y

· Reforma al Poder Judicial y Acceso a la Justicia.

6. COMERCIO, INVERSION Y ESTABILIDAD FINANCIERA

· Comercio e inversión
· Estabilidad económica y financiera

· Comercio e inversión

El principal logro en materia comercial es la finalización de las negociaciones del Tratado de Libre Comercio entre República Dominicana, Centroamérica y Estados Unidos, así como su aprobación en la segunda mitad del período de 2005.

De acuerdo con información proporcionada por el Banco de Guatemala, el comportamiento de la inversión extranjera para el 2003 fue de 115.8 millones de dólares, demostrando un pequeño repunte en relación al año precedente.  Según la XXI encuesta realizada por la Asociación de Investigación y Estudios Sociales (ASIES) al sector empresarial en 2004, se han generado informes de nuevas empresas que planean establecerse en Guatemala como producto del cambio de gobierno y como expectativa positiva ante la firma del TLC con Estados Unidos.
Con relación al comercio exterior, se han mostrado signos positivos durante el primer trimestre de 2005 en materia de exportaciones, las cuales lograron detener la variación negativa de los últimos tres años.  Las importaciones crecieron en el primer trimestre solamente un 10%, incremento inferior al registrado para el mismo período de tiempo en el año 2004.  Las exportaciones alcanzaron en 2004 una tasa de crecimiento del 10.6 %, respecto del año anterior, siendo los rubros absolutos más significativos los productos tradicionales como el cardamomo, el azúcar y el petróleo.  Los productos no tradicionales presentan un dinamismo importante, entre ellos: la miel de abeja, las hortalizas y leguminosas, los productos químicos y el caucho natural.  Por otro lado, las remesas familiares mantuvieron un incremento anual sostenido, obteniéndose un valor de US$ 2,550.6 millones para el año 2004.  El crecimiento de la actividad comercial se manifestó en un aumento significativo de las reservas monetarias internacionales, las cuales alcanzaron un valor de US$ 3,528 millones al finalizar el mes de diciembre de 2004.
· Estabilidad Económica y Financiera
El objetivo de la política social de la actual administración se concentra en el logro de mayores niveles de desarrollo humano mediante un aumento en la inversión social, lo cual se materializa en un apoyo decidido a los sectores de salud, educación, cultura, entre otros, enmarcados dentro del componente de Guate Solidaria del Programa ¡Vamos Guatemala!  En este sentido, cabe destacar que en el año 2004 la inversión social aumentó su participación en el gasto total, respecto al año anterior, en 3.5%, llegando a representar un 41.7% del total.
Los esfuerzos para sentar las bases políticas, legales, institucionales y culturales, con la finalidad de que el Estado de Guatemala inicie una sólida etapa de transición hacia un sistema de gestión e inversión social moderno, son orientados por los principios de solidaridad, inclusión y los conceptos de ciudadanía plena y gestión de riesgo social.  El Programa Guate Solidaria representa el compromiso con los grupos más pobres del país y aspira a asegurar las nuevas capacidades y oportunidades, constituyendo un instrumento esencial para mejorar la equidad en el acceso a educación, salud, vivienda, seguridad alimentaria, entre otros.
En materia de estabilidad económica, se puede ilustrar la situación mediante el análisis de varios factores. Como primer factor se toma la inflación, que hasta mayo del 2004 había alcanzado una cifra acumulada de 7.27% superior a la del año anterior, consecuencia de los incrementos en el precio internacional de los combustibles, principal rubro en materia de importaciones en Guatemala.
En materia de estabilidad cambiaria, puede apreciarse que Guatemala ha gozado durante cinco años de una relativa estabilidad, registrando desde un 7.89 quetzales por 1 dólar en enero de 2000, a 7.58 quetzales por 1 dólar en agosto de 2005.  La tasa de interés de los bancos ha mostrado un comportamiento a la baja en el último año.  Las reservas monetarias del país se encuentran en su lugar mas alto en los últimos 10 años, situándose en una suma superior a los 2,900 millones de dólares.  En general, se reporta que el comportamiento de los primeros meses del año en materia de estabilidad económica y financiera muestra un entorno conservadoramente aceptable.
La gestión de la política monetaria, cambiaria y crediticia en un marco de esfuerzos en el que han sido relevantes las acciones coordinadas con la política fiscal, se ha concentrado en reestablecer la confianza en la moneda nacional y el fortalecimiento del sistema financiero nacional, así como el adecuado comportamiento de las principales variables macroeconómicas, particularmente, el control de la inflación, la estabilidad en las tasas de interés y en el tipo de cambio nominal, con el fin de lograr el cumplimiento de su objetivo fundamental, como lo es la estabilidad en el nivel general de precios.

El objetivo principal de la política monetaria fue propiciar la estabilidad en el nivel general de precios, con la convicción de que esa es la mejor contribución que dicha política puede hacer al logro de un crecimiento sostenible de la producción y del empleo, y por ende, al desarrollo ordenado de la economía nacional.  Para el logro del objetivo fundamental, se consideró que siendo la política monetaria parte de la política económica, enfrentaba retos que debían afrontarse en forma oportuna y eficaz a fin de recuperar la confianza en la moneda nacional, fortalecer el sistema financiero, preservar la estabilidad macroeconómica y propiciar la reactivación económica.
La implementación de la política monetaria, con el apoyo de la política fiscal, produjo resultados satisfactorios en materia de estabilidad macroeconómica y se materializaron en la estabilidad de las principales variables como inflación, tasa de interés y operaciones de mercado abierto.  El ritmo inflacionario observado de conformidad con el índice de precios al consumidor  se redujo de 8.91% en 2001 a 5.85% en 2003, lo cual ha sido posible debido a que el Banco Central ha propiciado una política monetaria disciplinada.

En los últimos años, la política Monetaria, Cambiaria y Crediticia ha establecido que el régimen cambiario es flexible y, por ende, el tipo de cambio de determina por la interacción entre la oferta y la demanda de divisas en el mercado.  En ese contexto, el Banco de Guatemala, únicamente puede participar en el mercado cambiario con el propósito de reducir la volatilidad en el tipo de cambio, así como adquirir las divisas que requieran el propio Banco, el gobierno central y otras entidades del sector público, para cumplir con sus compromisos externos.
En lo que se refiere a la evolución de las reservas monetarias internacionales del Banco de Guatemala en el período 2001-2003, éstas aumentaron significativamente, debido principalmente a los ingresos de divisas por concepto de la venta de acciones de la empresa de Telecomunicaciones de Guatemala –TELGUA-, de la colocación de Bonos del Tesoro en el mercado internacional, así como desembolsos de préstamos contratados en el exterior por el gobierno central.
Con el fin de avanzar en las reformas de la legislación financiera, entre el período del año 2000 al 2002, se aprobaron los proyectos de Ley Orgánica del Banco de Guatemala y Ley Monetaria.  La ley Orgánica del Banco de Guatemala incorpora el enfoque moderno de asignarle al Banco Central el objetivo fundamental de promover la estabilidad en el nivel general de precios.  La Ley Monetaria garantiza el uso de la moneda nacional como unidad de cuenta y como medio de pago en todo acto o negocio de contenido dinerario; asimismo, garantiza la libre movilidad de capitales y la libre convertibilidad externa de la moneda nacional.

La Ley de Supervisión Financiera dota al ente supervisor para ejercer la supervisión consolidada, que abarca todas las empresas de un grupo financiero, con el propósito de que los riesgos que asuman sean evaluados y controlados adecuadamente. Además, brinda al ente supervisor las herramientas necesarias para actuar con independencia funcional.  La Ley de Bancos y Grupos Financieros brinda el sustento requerido para que la banca nacional opere en forma eficiente y certera en un ambiente de competencia y globalización.  También fueron aprobadas la Ley de Libre Negociación de Divisas y la Ley Contra el Lavado de Dinero u Otros Activos.
7. INFRAESTRUCTURA Y AMBIENTE NORMATIVO

· Telecomunicaciones
· Transportes
· Energía
· Telecomunicaciones
La Superintendencia de Telecomunicaciones (SIT) es un organismo eminentemente técnico del Ministerio de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda, que tiene como funciones principales las de administrar y supervisar la explotación del espectro radioeléctrico y del registro de telecomunicaciones, dirimir las controversias entre los operadores surgidas por el acceso a recursos esenciales, elaborar y administrar el Plan Nacional de Numeración, aplicar cuando sea procedente las sanciones contempladas en la Ley General de Telecomunicaciones, así como participar como el órgano técnico representativo del país, en coordinación con los órganos competentes, en las reuniones de los organismos.  La SIT está comprometida a velar por el cumplimiento de la ley, fomentando el libre mercado de telecomunicaciones y optimizar sus recursos fundamentales.


Desde hace 18 meses, la SIT decidió auditar el estado del espectro radioeléctrico, con el objeto de determinar cuál era el grado de ocupación y cómo se venía desarrollando el uso del mismo.  Además, con el objeto de atender las necesidades sociales manifiestas, se decidió "congelar" la subasta de frecuencias hasta generar una auditoria del espectro que permita establecer nuevas oportunidades de explotación de este recurso natural finito.  Igualmente, en el área de telefonía, se hicieron las modificaciones al Plan Nacional de Numeración a 8 dígitos, incrementando el inventario de números a más de 80 millones, lo que permitirá contar con disponibilidad de nuevos números para los próximos 40 años.

Dentro de la participación por parte de Guatemala en la Cumbre Mundial de la Sociedad de la Información, cuya segunda fase se celebrará del 16 al 18 de noviembre de 2005 en Túnez, destaca la ejecución y desarrollo del proyecto de implementación de una Estrategia Nacional de Reducción de la Brecha Digital.  También se organizó en el país una Reunión Temática de la Cumbre Mundial de la Sociedad de la Información, cuyo tema fue “Implicaciones Económicas y Sociales de las TIC”.  Asimismo, se participó activamente en el Foro Regional de propuesta de Plan de Acción Regional en Quito, Ecuador, así como en la Conferencia Regional de Río de Janeiro, para la generación del Plan de Acción Regional hacia la Cumbre.
Entre otros avances en materia de telecomunicaciones, los de mayor relevancia son los siguientes:

· Se creó el Registro de Telecomunicaciones, como oficina de control, archivo y registro de los usufructos y la explotación del espectro radioeléctrico.  Casi se ha completado el proceso de recuperación de la banda 2.4 y 5.8 GHz, de uso público.
· Se inició un Diplomado en Telecomunicaciones con la Facultad de Ingeniería de la Universidad de San Carlos de Guatemala y se organizó una Reunión Mundial Temática Preparatoria para la Cumbre de la Sociedad de la Información, con resultados positivos y de impacto mundial.

· Guatemala coordinó la actualización del llamado Libro Azul de las Políticas de Telecomunicaciones para las Américas.
· Guatemala organizó la reunión del Comité Consultivo Permanente II de Radiocomunicaciones, incluyendo Radiodifusión de la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones de la OEA.
· El gobierno inició la implementación de una Ciberestrategia nacional con el apoyo de todos los sectores del país, verbigracia, academia, organismos internacionales, gobierno, iniciativa privada.
· Guatemala tiene una participación como vicepresidencia alternativa en la Reunión Regional Preparatoria para la Conferencia Mundial de Desarrollo de las Telecomunicaciones de la UIT, así como ostenta la vicepresidencia en la Comisión de Estudio III de Tarificación de la UIT.
· Transportes
La Dirección General de Aeronáutica Civil (DGAC) es un ente estatal creado con el propósito de atender y coadyuvar con la expansión de la aviación nacional, prestando servicios de apoyo a la navegación aérea y servicios aeroportuarios, a fin de brindar confort, seguridad y eficiencia a los usuarios, convirtiendo los aeropuertos en puertas de acceso inmediatas a nuestro país.  Guatemala cuenta con tres categorías de aeropuertos: los de categoría internacional, que incluyen el Aeropuerto Internacional La Aurora, situado en la ciudad capital, así como el Aeropuerto Internacional Anacleto Maza Castellanos, ubicado en Santa Elena, Petén; los de categoría nacional, en los cuales se atienden naves de menor envergadura, como los ubicados en Alta Verapaz, Izabal, Escuintla, Retalhuleu y Poptún, Petén; las pistas de aterrizaje privadas ubicadas en distintos puntos del país.

Con el fin de coadyuvar a la expansión de la aviación nacional, el Gobierno trabajó en la seguridad de la navegación aérea y servicios aeroportuarios, para brindar a los usuarios las comodidades necesarias para movilizarse por este medio de transporte.  Durante 2004, se efectuaron trabajos de pavimentación y recapeo en las pistas del Aeropuerto Internacional La Aurora, así como se reparó el sistema de iluminación de las rampas de estacionamiento de aeronaves.  Además, se concluyó la reparación de un tramo de la pista de taxeo del Aeropuerto Internacional Anacleto Maza Castellanos, así como se brindó mantenimiento a los aeródromos de mayor circulación del país.  En materia de navegación aérea, se rehabilitaron los radares de Nictun, Petén y el de Palencia, Guatemala, los cuales fallaban en su sistema de antenas por causa del exceso de humedad.  En materia de expansión aeroportuaria y apoyo al turismo, se estableció una junta integrada por el Instituto Guatemalteco de Turismo (INGUAT), Ministerio de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda, Cámara de Turismo (CAMTUR) y la DGAC, con el fin de establecer una política y metodología que permita habilitar los principales aeródromos de la república, como son los de Quetzaltenango, Retalhuleu, Playa Grande, Quiché y Carmelita, Petén, a efecto de facilitar el acceso a los sitios turísticos.
Otro de los aspectos importantes para el transporte aéreo nacional fue la agilización de la certificación de empresas de aviación, talleres aeronáuticos, escuelas de aviación, así como empresas de servicios de tierra, para cumplir con las recomendaciones de ACSA y OACI, con el objeto de establecer una vigilancia continua a las empresas mencionadas, permitiendo elevar los estándares de calidad y seguridad en los servicios que prestan.  Asimismo, se adquirieron equipos detectores de rayos X para equipaje de mano y facturado, así como arcos detectores de metales instalados en la terminar aérea La Aurora y Anacleto Maza Castellanos.

Respecto al transporte marítimo, éste continúa siendo el principal medio de transporte vinculado con el comercio internacional de Guatemala, lo cual se refleja en el movimiento de carga y buques por los puertos marítimos de los litorales Atlántico y Pacífico.  En el litoral Pacífico, el principal puerto que presta servicios de transporte internacional es Puerto Quetzal; existen puertos de rada abierta en los municipios de San José y Champerico, que prestan servicios para actividades de pesca artesanal.  En la costa Atlántica, se encuentran los Puertos Santo Tomás de Castilla y Puerto Barrios, los cuales cuentan con infraestructura adecuada para manejar carga internacional.  En 2004, se presentó un aumento en el movimiento de carga de 29.6% respecto del año anterior, reflejando un alza en las importaciones del 7.2%, y apreciándose una disminución en los rubros de exportación, tránsito y trasbordo, variación atribuida principalmente a la paralización de la inversión privada en los sectores comercial, industrial y agrícola, derivado de la transición del nuevo Gobierno, así como por el lento proceso de recuperación de la economía a nivel mundial.
Otro tema importante en materia portuaria en 2004 y de acuerdo con el Programa de Reactivación Económica y Social ¡Vamos Guatemala!, lo constituye el proyecto estratégico de infraestructura denominado Puerto Pesquero Champerico, el cual es impulsado por el Comisionado Presidencial de Megaproyectos.  El objetivo del mismo es apoyar con el desarrollo de estudios de factibilidad, diseños y gestiones para la obtención de recursos financieros de fuentes internas y externas, para construir a mediano plazo un puerto pesquero artesanal.  Para el efecto, se han realizado varias acciones encaminadas a consolidar este proyecto, como el reforzamiento del muelle para facilitar las operaciones pesqueras de aproximadamente 1,600 familias, gestión de cooperación financiera no reembolsable por parte del BCIE, así como gestión de cooperación técnica por parte del gobierno de Holanda, entre otras.
· Energía
El Ministerio de Energía y Minas de Guatemala, en cumplimiento con el Mandato la Declaración de Québec, ha desarrollado las siguientes acciones:

· Electrificación Rural: Guatemala ha respondido a las necesidades de dotar de energía eléctrica a los guatemaltecos, incrementando el índice de la misma a un 84.6%, a través del Plan de Electrificación Rural (PER).  Asimismo, se han implementado proyectos de iluminación con energía fotovoltaica (solar) para iluminación domiciliar de aquellas comunidades que se encuentran distantes de la red eléctrica nacional.

· Energías Renovables: Se creó el Centro de Información y Promoción de Energías Renovables, con la finalidad de fortalecer las acciones relativas a la promoción de esta energía.  En materia legal, se aprobó la Ley de Incentivos para el Desarrollo de Proyectos de Energía Renovable, la cual tiene como objetivo principal establecer incentivos fiscales, económicos y administrativos para el desarrollo de proyectos de energía renovable (hidroenergía, geotermia, eólica, solas y biomásica).
· Organización Latinoamericana de Energía: Guatemala es miembro de la Organización Latinoamericana de Energía (OLADE) desde 1973, en la cual participa activamente.  Con el apoyo de la OLADE y de la Universidad del Valle de Guatemala, se creó a partir de 2004, la Maestría en Estudios Ambientales con Especialización en Materia Energética, con el objetivo de que nuestro país cuente con profesionales expertos en el tema ambiente-energía.

· Foro Energético Centroamericano: La reunión de Directores de Hidrocarburos de Centroamérica se realizó en Guatemala el 31 de marzo de 2004, en la cual se formularon estrategias que disminuyan el impacto de alza de precios de los hidrocarburos.  La Reunión de Ministros y Representantes de Energía de Centroamérica se realizó en Guatemala el 25 y 26 de mayo de 2004, con el objeto de iniciar medidas de emergencia para hacer frente a los altos precios del petróleo y sus derivados.  El principal resultado de esta reunión fue la aprobación del Plan de Emergencia Energética, y su respectivo plan de trabajo, que incluye el ahorro y uso eficiente de la energía, la firma del Acuerdo de Cooperación Energética para los países de Centroamérica y el Caribe (Acuerdo de San José), así como la solicitud de un informe al Comité de Cooperación de Hidrocarburos para América Central (CCHAC).
· Plan de Emergencia Energética: El BCIE presentó el documento “Lineamientos Estratégicos del BCIE para respaldar el diseño de una política energética sustentable en Centroamérica” que contempla: la revisión y actualización de los planes nacionales de expansión de generación de energía eléctrica y de utilización de los hidrocarburos; la revisión de sus políticas internas de crédito para conformar y priorizar una cartera de proyectos que utilicen fuentes renovables de energía; promoción de alianzas estratégicas para conformar un programa de proyectos para el aprovechamiento de fuentes renovables de energía; propuesta para el mejor aprovechamiento del Acuerdo de San José; apoyo técnico y financiero al Sistema de Interconexión Eléctrica para América Central (SIEPAC); diseño y ejecución del plan de ahorro energético regional; implementación del plan de auditorias energéticas en las industrias centroamericanas; revisión de las políticas de compra de los hidrocarburos y promoción de nuevas formas de compra, utilizando una visión regional; y transferencia de mejores prácticas en materia de regulación y marco institucional para el mercado energético.
· Conferencia Internacional de Energía Renovable: Celebrada en Bonn, Alemania, el 4 y 5 de junio de 2004, Guatemala llevó la voz regional y se presentó conjuntamente con el Consejo Centroamericano de Electricidad –CEAC-, La Comisión Económica para América Latina y el Caribe –CEPAL-, y la Comisión Regional de Recursos Hídricos –CRRH, lográndose incluir dentro del Programa Internacional de Acción de dicha Conferencia, la promoción de los siguientes proyectos: 1. Administración Integral de los Mantos Acuíferos para el Aprovechamiento de las Fuentes de Energía Renovable, 2. Centro de Información para el Desarrollo de las Energías Renovables en Centroamérica y, 3. Diseño de un Programa para Desarrollar un Mercado para el Uso Eficiente de la Leña.

· Plan Puebla-Panamá: Guatemala como Coordinadora regional de la Iniciativa Energética del Plan Puebla-Panamá, ha propuesto la inclusión de los componentes a dicha iniciativa, los cuales ya han sido aprobados por los demás países y presentan los siguientes avances: creación y puesta en marcha de un mercado eléctrico centroamericano mayorista, a través de SIEPAC; conclusión de estudios eléctricos avanzados, definición del punto de enlace de la línea de transmisión en las fronteras de ambos países, replanteo topográfico del nuevo trazado de la Línea de Transmisión,  y elaboración de estudios de impacto ambiental, entre otras acciones para la implementación de la Interconexión Eléctrica Guatemala-México; reuniones preliminares para efectuar estudios eléctricos en relación a la Interconexión Eléctrica Guatemala-Belice; coordinación del I Seminario Regional sobre Electrificación Rural en Guatemala, promoción de energías renovables y uso de biocombustibles, así como solicitud de un diagnóstico sobre el uso de las energías renovables en Latinoamérica a la CEPAL.
8. MANEJO DE DESASTRES
El trabajo de la Coordinadora Nacional para la Reducción de Desastres (CONRED) consiste en reunir a todos los participantes, brindarles información confiable, exacta y oportuna, establecer mecanismos de comunicación eficiente y proporcionar una metodología adecuada para la reducción de desastres en el territorio nacional.  CONRED trabaja antes, durante y después de la ocurrencia de un desastre.  Su objetivo es organizar, capacitar, apoyar y supervisar a las comunidades en todo el territorio nacional para que estén preparadas y sepan actuar con acciones en casos de desastre.  Asimismo, implementa en las instituciones públicas su organización, políticas y acciones para mejorar la capacidad de coordinación interinstitucional en las áreas afines a la reducción de desastres, de su conocimiento y competencia, e insta a las privadas a perseguir idénticos fines.  Elabora planes y estrategias en forma coordinada con las instituciones responsables, para garantizar el restablecimiento y la calidad de los servicios públicos vitales en casos de desastres, impulsando y coadyuvando al desarrollo de los estudios multidisciplinarios, científicos, técnicos y operativos sobre la amenaza, vulnerabilidad y riesgo para reducir los efectos de los desastres.
Dentro de la capacidad para predecir, preparar y mitigar las posibles consecuencias de sucesos de origen natural y los provocados por el hombre, se han presentados los siguientes avances:

· Investigaciones de deslizamientos y riesgo asociado en distintos departamentos del país, así como monitoreo de obras estructurales de mitigación y componente social, en el volcán Santiaguito y río Samalá, denominado Proyecto SAN-SAM.

· En el tema de reducción de la vulnerabilidad, se requieren mejores códigos y estándares de construcción, para lo cual está en proceso la elaboración del primer borrador de “Normas Mínimas de Seguridad en Edificios Públicos”.

· Ya existen iniciativas para las prácticas de uso adecuado del suelo, dictaminando declaratorias de áreas de alto riesgo en algunas zonas del país, así como inventarios y evaluaciones sobre la vulnerabilidad de infraestructura fundamental.  Se ha generado información sobre la vulnerabilidad de la infraestructura expuesta a los desastres, a través de la elaboración de mapas de amenaza de acuerdo al diagnóstico nacional.

· En lo relativo a la variabilidad de los cambios climáticos, se tiene una estrecha coordinación y aplicación de metodologías, conjuntamente con el Instituto Nacional de Sismología, Vulcanología, Meteorología e Hidrología (INSIVUMEH).

· Dentro de los mecanismos que incorporan métodos de manejo y reducción de riesgos en las inversiones de desarrollo públicas y privadas, se ha dado inicio al proceso de las normativas de inversión en zonas de alto riesgo, para que todos los proyectos que se ejecuten lleven el componente de reducción de la vulnerabilidad y el riesgo.
· Todo lo anterior no sería posible sin los lazos de cooperación con todos los agentes pertinentes, ya que existe el interés y la participación de los diferentes sectores de la sociedad guatemalteca (ONG´s, sector privado y sector público) con programas de monitoreo e investigación sobre el riesgo, así como donaciones de la cooperación internacional para el equipamiento y capacitación de las comunidades afectadas.
El Centro de Coordinación para la Prevención de los Desastres Naturales en América Central (CEPREDENA) tiene su sede en Guatemala y fue creado por un convenio constitutivo, firmado en la ciudad de Guatemala, el 29 de octubre de 1993, por los Ministros de Relaciones Exteriores de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá.  
Dicho Centro fue creado para promover y coordinar la cooperación internacional en el terreno de las emergencias, facilitando el intercambio de experiencias entre las instituciones y los países del área.  Brinda asesoría técnica y tecnológica a efectos de reducir los desastres socio-naturales en la región.  CEPREDENAC forma parte del Sistema de Integración Centroamericana (SICA); en ese organismo desarrolla una perspectiva centroamericana en la atención y prevención de desastres, así como una respuesta coordinada  solidaria de la institucionalidad y de la sociedad civil.

9. BASE AMBIENTAL PARA EL DESARROLLO SOTENIBLE
· Medio Ambiente y gestión de recursos naturales.
El Programa de Reactivación Económica y Social ¡Vamos Guatemala! reconoce la importancia de la dimensión ambiental y de la necesidad de su incorporación transversal en todo el marco estratégico, a partir de la perspectiva de la sostenibilidad.  De ahí que el Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales (MARN) se haya dado a la tarea de hacer explícita dicha incorporación transversal, en coordinación con el Consejo Nacional de Áreas Protegidas (CONAP), el Instituto Nacional de Bosques (INAB), y la Secretaria de Planificación y Programación de la Presidencia. Por su carácter multidimensional, Guate Verde aporta una visión enriquecida del desarrollo para la Guatemala de hoy y del mañana, visión en la que sus patrimonios natural y cultural se adicionan inteligentemente a la ecuación del desarrollo, no como un elemento más, sino como su soporte vital, haciendo realidad el reencuentro armonioso entre los procesos humanos y los planetarios, en este país único de exuberante belleza natural.

Guate Verde es el eje que permite ampliar las oportunidades de crecimiento económico, competitividad y reducción de la pobreza, al mismo tiempo que les imprime la condición de sustentabilidad ambiental y compromiso intergeneracional en el marco lógico del desarrollo sostenible y los principios que lo orientan.  En este sentido, Guate Verde hace suyo y se apoya filosófica y conceptualmente en los principios establecidos por la Alianza Centroamericana para el Desarrollo Sostenible (ALIDES), documento que refleja el compromiso de los mandatarios de la región por avanzar hacia procesos más integrales (políticos, sociales, culturales, económicos y ambientales) y de largo aliento, en el desafío de alcanzar condiciones de vida más dignas para cada uno de sus ciudadanos.  

De igual forma, se incorpora lo establecido en los Acuerdos de Paz que hacen mención general y específica de la temática ambiental, la Agenda 21, así como el Plan de Acción Ambiental Nacional.  De manera general, se define alcanzar los siguientes propósitos:
· Fortalecer las bases que promuevan la implementación de un modelo de desarrollo sostenible, articulando los escenarios económico, social, político, cultural y ambiental. 

· Incorporar el componente ambiental en planes, programas y proyectos nacionales con una interpretación multisectorial. 

· Fortalecer la participación y las capacidades de gestión de las entidades gubernamentales, no gubernamentales y organizaciones locales municipales en el proceso hacia el desarrollo sostenible.
· Prevenir y mitigar la contaminación ambiental en todas sus manifestaciones.

Se considera que se está dando excesivo énfasis a los asuntos relacionados con la seguridad, posiblemente derivado de las políticas sobre lucha contra el terrorismo, después del 9/11, lo cual desgasta y amenaza los logros relacionados con  la seguridad humana y ecológica, que  es primordial para el desarrollo sostenible.Hoy en día reconocemos que los recursos deben estar en función del ser humano, siempre y cuando se utilicen de forma racional y sostenible.  Los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM)  son compromisos de los países a tomar nuevas medidas y aunar esfuerzos en la lucha contra la pobreza, el analfabetismo, el hambre, la falta de educación, la desigualdad entre los géneros, la mortalidad infantil y materna, y la degradación del medio ambiente. La iniciativa refuerza el seguimiento de la cumbre realizada en Johannesburgo, centrándose básicamente en los objetivos 1 y 7.

· Objetivo 1: Para el año 2015 haber reducido a la mitad el porcentaje de personas que padezcan de hambre, además de  reducir a la mitad el porcentaje de personas cuyos ingresos sean inferiores a un dólar por día.  Según el Informe, en 1989 teníamos al 20% de la población Guatemalteca en esta situación, mientras que en el año 2000, logramos bajarlo a un 16%, y ahora la meta es llegar al 10% para el año 2,015. 

·   Objetivo 7: Garantizar la sostenibilidad del medio ambiente y para ello, las políticas de Gobierno deben jugar un importante papel. Con el programa “Reverdeciendo Guatemala” que promueve  el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (CONCYT), los planes incluyen la reforestación de 75 millones árboles. 

Actualmente, 19 de 22 departamentos de Guatemala se encuentran en riesgo de desertificación, por lo que se ha propuesto continuar con el apoyo a las actividades previstas por la Convención de las Naciones Unidas de Lucha contra la Descertificación, de tal forma que se cumpla con los compromisos internacionales y que se atienda la grave problemática de degradación de los recursos naturales del país.  Asimismo en el año 2002 se elaboró la Propuesta para el Fortalecimiento a la Participación de las Comunidades Rurales y Pueblos Indígenas en actividades para Combatir la Desertificación y los Efectos de la Sequía en Cuencas de Alta Vulnerabilidad Ecológica de Guatemala, la cual planteó estrategias y acciones de prevención y mitigación de la degradación de los suelos por las diferentes formas de erosión, la recuperación de suelos degradados y la implementación de planes, programas y proyectos de producción compatibles con el desarrollo social, económico y ambiental del país.

10. GESTION AGRICOLA Y DESARROLLO RURAL
En la declaración de Québec, suscrita por los jefes de Estado y de Gobierno a la Tercera Cumbre de las Américas, se renovaron los compromisos con la integración hemisférica y la responsabilidad nacional colectiva a fin de mejorar el bienestar económico y seguridad de nuestros pueblos.  El Ministerio de Agricultura, Ganadería y Alimentación ha venido desarrollando acciones estratégicas definidas en la Política Agrícola 2004-2007 que constituyen los cimientos para construir en forma participativa el desarrollo de la agricultura y del área rural.  El objetivo de esta política es contribuir al mejoramiento sostenible de la calidad de vida de la población que depende directamente e indirectamente de la agricultura, a través del fomento de la competitividad, la atención a la agricultura campesina y el manejo resguardado de los recursos naturales, en un clima favorable que propicie la acción coordinada de los diferentes entes involucrados.  Los principios básicos que la sustentan son: La subsidiaridad, equidad, descentralización, sostenibilidad y corresponsabilidad.

En este sentido el MAGA viene ejecutando acciones en cuatro áreas prioritarias siendo éstas:  Desarrollo productivo y comercial de la agricultura, atención a campesinos y agricultores de escasos recursos, uso y manejo sostenible de los recursos naturales renovables en la agricultura y por último en el fortalecimiento de la institucionalidad pública y privada del sector agrícola.

La protección del medio ambiente y el uso sostenible de los recursos naturales son esenciales para generar prosperidad y para la sostenibilidad de nuestras economías así como para la calidad de vida y salud de las generaciones presentes y futuras.  En el área de desarrollo sostenible  en el Hemisferio consecuente con los principios de las Declaraciones y Planes de Acción de las Cumbres  de 1994 y 1998, y la Declaración y el Plan de Acción de Santa Cruz de la Sierra de 1996.  El MAGA es responsable de la amigabilidad ambiental de los procesos productivos agrícolas, pecuarios, forestales e hidrobiológicos.  Producto de ello en los nuevos Tratados de Libre Comercio como –CAFTA- los procesos productivos se acogen a la normativa ambiental internacional; igualmente este Ministerio, requiere los certificados CITES para las especies de exportación como aves, flores y follajes.
Como parte del compromiso que Guatemala adquirió en la III Cumbre de las Américas con relación a la promoción de los programas para el mejoramiento de la agricultura, la vida rural y los agro-negocios, el Gobierno impulsó una serie de políticas que se enfocaron en promover la agricultura sostenible, incentivando el desarrollo y la implementación de estrategias nacionales y locales que promovieran los programas de exportación agrícola y fomentaran las tecnologías  optimas para impulsar las innovaciones en cuanto a tecnología agrícola.  También consideró el tratamiento de temas relacionados con la tenencia de tierras.  Con la creación del Fondo de Tierras, en el marco de los Acuerdos de Paz en 1999, se contribuye a la implementación y aplicación de esas políticas sobre todo en la coordinación que se tiene en la ejecución de la política de desarrollo rural del Estado.

Con relación a la entrega de fincas mediante el otorgamiento de créditos para la compra de fincas, el Gobierno a través del Fondo de Tierras, ha entregado desde 1998 a julio de 2004, 190 fincas.  Se favoreció un crédito promedio de Q.35,218.72 por familia y se obtuvo un precio promedio de compra de Q.7,365.16 por hectárea.  En cuanto a la tipificación de los grupos beneficiados en las 190 fincas entregadas se determinó que el 30% (57 grupos) son población desarraigada y el 70% (133 grupos) son población local.
10. TRABAJO Y EMPLEO

El Estado de Guatemala tiene como fin supremo la realización del bien común, garantizando a todas y todos sus habitantes la vida, libertad, justicia, seguridad, paz y desarrollo integral.   Por consiguiente, las acciones y programas que se ejecutan y que integran el plan de trabajo de la actual administración, están encaminados a mejorar las condiciones de vida de los guatemaltecos, en cumplimiento a los Acuerdos de Paz.

El Estado de Guatemala como Miembro de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), ha ratificado y da constante seguimiento a los ocho convenios fundamentales que cubren cuatro áreas principales:

1.
La libertad de asociación y la libertad sindical y el reconocimiento efectivo del derecho de negociación colectiva;

2.
la eliminación de todas las formas de trabajo forzoso u obligatorio;

3.
la abolición efectiva del trabajo infantil y

4.
la eliminación de la discriminación en materia de empleo y ocupación

Guatemala ha participado activamente en las Conferencias Interamericanas de Ministros de Trabajo y lo hará nuevamente en la XIV Conferencia, la cual se llevará a cabo el 26 y 27 de septiembre de 2005 en México, D.F., a la que asistirá el Ministro de Trabajo y Previsión Social, cooperando ampliamente en el estudio de las dimensiones laborales del proceso de las Cumbres de las Américas.

Los esfuerzos del Gobierno en materia de política laboral se orientan a incentivar la capacitación para el trabajo, la promoción y armonización de las relaciones laborales y velar por el cumplimiento del régimen jurídico de trabajo y previsión social.  A través del Ministerio de Trabajo, el gobierno realizó visitas a 5000 empresas para verificar el cumplimiento de la normativa laboral, estableciendo 461 sanciones administrativas por un monto de Q45.6 millones.  Asimismo, se reportaron actividades importantes para avanzar en el cumplimiento de los Convenios de la OIT y las iniciativas de reformas al Código de Trabajo, especialmente en los temas de erradicación del trabajo infantil, regulación del trabajo doméstico remunerado, acoso y hostigamiento sexual, creación del Instituto de Recreación de Trabajadores del Estado, reformas procesales e indemnización universal.

Con relación a la promoción de la mujer trabajadora, el Gobierno ha realizado un sinnúmero de actividades encaminadas principalmente a divulgar los derechos y obligaciones de las mujeres y a combatir la discriminación de género, como prioridad de la agenda laboral y social en general.  En el área de previsión social, las acciones realizadas comprenden el mejoramiento de las condiciones de trabajo, la eliminación de la discriminación de sexo, edad, etnia y discapacidad.  En materia de higiene y seguridad, el Gobierno promovió la revisión del anteproyecto de Reglamento General sobre Salud, Higiene y Seguridad Ocupacional, así como en la creación del anteproyecto del Acuerdo Gubernativo de creación del Consejo de Higiene y Seguridad.
Como parte de las tareas fundamentales del Estado en la protección del derecho de organización de los trabajadores, el Gobierno ha facilitado la inscripción y orientación de organizaciones sindicales.  Otras actividades en esta área tendieron a promover la divulgación de la legislación laboral, registro de reglamentos interiores de trabajo, resoluciones de pactos colectivos, de condiciones de trabajo, de sentencias sobre faltas laborales, de contratos individuales de trabajo y de autorización de libros de salarios y planillas.  El gobierno establece la política de propiciar un diálogo permanente con los sectores laboral, empleador y gobierno, dentro de los objetivos de la comisión tripartita, para que en conjunto se propongan alternativas de acción para el estudio y aplicación de la normativa laboral vigente.  Se ha creado la Fiscalía Especial de Delitos contra Sindicalistas y Periodistas en el Ministerio Público, teniendo como función específica la investigación de las denuncias por violación a los derechos laborales.

Con relación al trabajo infantil y adolescente, Guatemala contrajo compromisos internacionales con la ratificación del Convenio 138 relativo a la Edad Mínima para el Ingreso al Empleo, de fecha 27 de abril de 1990, estipulándose en Guatemala la edad de 14 años como mínima.  El Código de Trabajo, en su artículo 32, establece la edad de ingreso al trabajo en donde reglamenta que los contratos de los menores de 14 años se deben celebrar con sus representantes legales y, en su defecto, con la autorización de la Inspección General de Trabajo.  En su artículo 139 establece que el trabajo agrícola realizado por los menores con anuencia del patrono les da el carácter de trabajadores campesinos y en el artículo 147 reglamenta que el trabajo de los menores debe ser adecuado a su edad, condiciones o estado físico y desarrollo intelectual y moral.  En el artículo 148 se prohíbe el trabajo nocturno, la jornada extraordinaria y el trabajo diurno en cantinas u otros establecimientos análogos para los adolescentes, y prohíbe el trabajo de los menores de 14 años.

Asimismo, el Decreto No.27-2003, publicado por el Congreso de la República, Ley de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia, viene a desarrollar la doctrina integral de protección de la niñez.  Los compromisos que regula con relación a la adolescencia trabajadora, son todo lo relativo a las condiciones de trabajo, contrato de aprendizaje, jornadas de trabajo, respeto a la identidad de los pueblos indígenas, a la protección contra la explotación sexual, comercial y económica, a la no discriminación en el empleo y al acceso a prestaciones laborales (dichas medidas deben ser congruentes con el principio de tutelaridad).
12. CRECIMIENTO CON EQUIDAD
El Programa de reactivación económica y social ¡Vamos Guatemala! que impulsa la administración actual, es un esfuerzo integrador de la gestión pública que prioriza la armonía social, la activación económica y la competitividad, a través de sus tres componentes estratégicos: Guate Solidaria, Guate Crece y Guate Compite.  La conjugación de estos constituye el marco donde se recrean las acciones del Gobierno.  La actual administración realiza su forma de gobierno basándose en tres lineamientos transversales: probidad, transparencia y austeridad; búsqueda de consensos; y revitalización de los Acuerdos de Paz.  Estos lineamientos son el asidero para plantar los cimientos o principios que fortalecen las acciones de la administración.  Los cimientos que sustentan los pilares de la administración son:
· Solidaridad e inclusión, mediante algunas acciones estratégicas como la búsqueda constante de la reducción de la pobreza, así como la práctica y vivencia de la interculturalidad.

· Reforma política y del Estado, mediante algunas acciones estratégicas como el respeto a los derechos humanos, el fortalecimiento de la democracia y reforma política, la vigencia del Estado de Derecho, así como la modernización de la administración pública.

· Descentralización y participación ciudadana como condiciones básicas para la promoción de la ciudadanía. Sólo un sistema de pesos y contrapesos puede potenciar la práctica democrática.

En el componente Guate Solidaria, las áreas de acción previstas están diseñadas visualizando un esquema de protección social en materia de salud y seguridad alimentaria para los grupos vulnerables, especialmente indígenas; el apoyo a las actividades de educación y capacitación; el fomento de las oportunidades productivas, especialmente en el área rural; el fortalecimiento de la participación social, especialmente en los Consejos de Desarrollo; una mayor atención a la población migrante guatemalteca; y esfuerzos para reducir la vulnerabilidad de la mujer ante todas las formas de violencia.
En cuanto al desarrollo humano, entendido como el proceso de ampliación de opciones y capacidades para realizar al máximo las potencialidades del país, Guatemala ha venido ocupando uno de los puestos más bajos a lo largo de los últimos años.  Reconocer la implicación y trascendencia de esta deficiencia es el primer paso en la búsqueda de políticas públicas relevantes destinadas a combatir la pobreza, tomando en cuenta elementos como la vulnerabilidad alimentaria y la focalización de servicios en áreas priorizadas como más pobres, en el marco de la estrategia de política social denominada Guate Solidaria.  Guatemala implementa una estrategia de reducción de la pobreza a través de la Secretaría de Planificación y Programación de la Presidencia (SEGEPLAN), orientada bajo una técnica de focalización, aunado a los procesos participativos y descentralizados.  Asimismo, recientemente se ha creado la figura de la Secretaría de Seguridad Alimentaria y Nutricional, la cual persigue fortalecer los esfuerzos de coordinación interinstitucional necesarios para realizar las acciones integrales y focalizadas que se requieren para mejorar la situación de inseguridad alimentaria y nutricional en las regiones más pobres del país.
Con respecto al crecimiento económico, las metas trazadas para el período que va de 2000 a 2004 estaban planeadas para que fueran similares o superiores al promedio nacional de los años que van de 1995 a 1999, las cuales estaban muy cercanas al 4.5%.  Sin embargo, el ambiente internacional no fue propicio para tal crecimiento, generando resultados que aunque no fueron los esperados, tampoco fueron negativos.  La economía guatemalteca tuvo un comportamiento contractivo en el período 2000-2003; situación que ha cambiado en 2004, al alcanzar una tasa de crecimiento real de la economía del 2.7 %.  CEPAL calcula para la región y durante ese período, un crecimiento promedio cercano al 1.3%, por lo que puede inferirse que los resultados de Guatemala no fueron tan negativos.
Financiamiento para el Desarrollo

Guatemala reconoce la necesidad del financiamiento para el desarrollo, y realiza las gestiones pertinentes ante los principales donantes bilaterales y multilaterales para obtener cooperación internacional, préstamos y donaciones en condiciones apropiadas que se orienten a mejorar el nivel de vida del guatemalteco.  A través de la Secretaría de Planificación y Programación de la Presidencia de la República (SEGEPLAN), Ministerio de Finanzas, Banco de Guatemala y el Ministerio de Relaciones Exteriores, se procura y gestiona el apoyo de los bancos de desarrollo multilaterales, promoviendo las políticas para desarrollar y mantener el acceso a los mercados de capitales internacionales.  Guatemala apoya la iniciativa de reconversión de la deuda por educación, impulsada principalmente a través de foros multilaterales tales como la Cumbre Iberoamericana y el Grupo de Río y considera que es una alternativa factible a implementar sobre todo en los Países Pobres Altamente Endeudados (HIPC).
Ambiente Económico Favorable

Con relación a propiciar las condiciones para lograr un ambiente económico favorable, la actual administración adoptó para el período 2004-2008 dos lineamientos principales: fomentar las condiciones para producir y el apoyo, en términos de facilitación, a sectores productivos estratégicos.  Las condiciones para producir engloban una gestión macroeconómica coherente y estable, un clima de negocios favorable y atracción de inversiones, así como la ampliación y mejora de la infraestructura productiva.

El componente Guate Compite plantea proyectos orientados al mejoramiento de la plataforma productiva, al apoyo a los sectores con mayor potencial competitivo, a la creación de sistemas que apoyen la productividad y la innovación tecnológica, a la promoción de exportaciones, al apoyo logístico a la actividad productiva mediante la creación y mejora de la infraestructura, así como la generación de un clima de negocios que, mediante la eliminación de obstáculos y la lubricación de procesos administrativos, promueva la inversión productiva proveniente tanto del interior como del exterior del país.
En cuanto al componente de competitividad, las áreas de acción apuntan a la promoción de exportaciones, al apoyo y desarrollo de las PYMES, a la mejora en la productividad, innovación y clima de inversión de la economía nacional, así como a una adecuada atención al consumidor.
Migración

Para la actual administración es prioritaria la atención a los guatemaltecos que se han visto en la necesidad de migrar al extranjero.  A través de la Vicepresidencia de la República y el Ministerio de Relaciones Exteriores, se ha buscado fortalecer los vínculos entre las comunidades de migrantes que residen en el exterior, brindando apoyo y atención al migrante por medio de los diversos consulados (tanto fijos como móviles) que se extienden principalmente alrededor de los Estados Unidos de América.  Asimismo, se ha apoyado y participado activamente en la realización de reuniones de líderes de organizaciones de migrantes, atendiendo y escuchando las necesidades más urgentes que tienen estos connacionales, en aras de mejorar su nivel de vida en los países que residen.

Entre los esfuerzos se realizan en esta dirección, se encuentra la reducción de costos en el envío de remesas desde el exterior a Guatemala, gestionando acuerdos con entidades bancarias y de manejo y envío de dinero.  Asimismo, se trabaja constantemente en la planificación e implementación de proyectos productivos que incluyan el uso de las remesas de manera más eficiente, que beneficien el desarrollo de las comunidades locales del país.
Dentro del marco del Grupo de Alto Nivel de Seguridad Fronteriza (entre Guatemala y México) –GANSEF- se ha acordado, en adición a otros temas, impulsar las medidas de beneficio inmediato para las sociedades de ambos países, y se ha reiterado el interés de fortalecer la colaboración conjunta con el objeto de combatir eficientemente  el narcotráfico, el crimen organizado y el tráfico y trata de personas, ratificando el compromiso de establecer mecanismos de intercambio de información entre las autoridades de ambos países, realizando acciones coordinadas en contra de estos delitos.
Mejoramiento de la Estabilidad y Movilidad Social
En cuanto a la certeza jurídica sobre el uso, tenencia  y propiedad de la tierra, se logró la legalización de 47 baldíos inscribiéndolos como fincas nacionales beneficiando a la misma cantidad de comunidades en un área de 61,868 hectáreas, y se encuentran en proceso 22 medidas legales que beneficiarán a igual número de comunidades en un área de 16,871 hectáreas.  Asimismo, se constituyeron 164 Empresas Campesinas Asociativas (ECA´s), apoyando para la obtención de personalidad jurídica a 9,335 socios; además, se apoyó la formación de 5 federaciones para beneficio de 2,305 familias y se constituyó la Confederación Nacional de ECA’s integrada por las cinco federaciones constituidas.  Se ha avanzado en el proceso de regularización en diferentes comunidades del país al haber entregado escrituras a 29,942 familias, logrando regularizar 461,428 hectáreas, distribuidas en los diferentes departamentos del país.

La gestión agrícola también implica la asistencia en prácticas de agricultura sostenible, dirigida a los campesinos para que se adopte y se aplique en las fincas adquiridas las nuevas técnicas promocionadas, contribuyendo de esta manera a incrementar la productividad de la agricultura y brindar el manejo adecuado de los recursos naturales renovables.  Con estas políticas cabe destacar que se facilitó la promoción del desarrollo rural en las familias campesinas, cumpliendo de esta forma con la obligación del Estado de promover el desarrollo económico de la nación, estimulando las actividades agrícolas y pecuarias, velando por el mejoramiento del nivel de vida de la población guatemalteca, particularmente los pueblos indígenas, que en su gran mayoría son campesinos y campesinas sin tierra o con áreas insuficientes que no les permiten su desarrollo integral.
La Unidad Técnica Jurídica del Catastro Nacional es la entidad técnica responsable de la formulación y ejecución del proceso catastral, a través de distintos proyectos con el apoyo de cooperantes.  Tiene como meta la definición del proyecto de Registro y Catastro Nacional, cuya formulación será coordinada con el Registro General de la Propiedad.  La sumatoria de estos esfuerzos deberá encaminarse a la creación eficiente del Registro de Información Catastral (RIC).  Actualmente, el Catastro Nacional de Guatemala, a través de la UTJ/PROTIERRA participa en este proceso, buscando no solo proporcionar la certeza jurídica sobre la propiedad de la tierra, sino también contribuir a fortalecer la política agraria en los avances y resultados obtenidos durante la ejecución catastral. 

13. EDUCACION
· Ciencia y Tecnología

A continuación se detallan los compromisos y resultados principales de la política nacional relacionada con educación, que implementa la actual administración en Guatemala:
1. Compromiso: Promover los principios de la equidad, calidad, pertinencia y eficacia en todos los niveles del sistema educativo.
Resultado: Se fortalecen los programas de apoyo (entrega de útiles, programas de alimentos MAGA-MINEDUC, distribución de becas escolares), se implementa el programa de dignificación y profesionalización  del docente, y se revisa y aplica un nuevo currículo, con el fin de hacer pertinente la educación, garantizando las oportunidades de acceso, asistencia y permanencia del alumno (a) en las aulas.
2. Compromiso: Eliminar las disparidades de género en la educación primaria y secundaria para el año 2005.

Resultado: Se fortalece la atención a la niña, se implementa el programa de becas de la niña, con el fin de garantizar la asistencia y permanencia de la niña en el aula.  Al año 2002, la atención por nivel educativo es de:

Nivel preprimario

50.59% hombres

49.41% mujeres

Nivel Primario

52.76% hombres

47.24% mujeres


Nivel Medio


 -Ciclo Básico


54.44% hombres

45.56% mujeres


 -Ciclo Diversificado

49.79% hombres

50.21% mujeres

3. Compromiso: Asegurar, para el año 2010:

· El acceso universal y cumplimiento de todos los niños y las niñas de una educación básica (primaria) de calidad, incluyendo la educación inicial, en particular para promover la alfabetización.

Resultado: Para el año 2001, la tasa neta de escolaridad en el nivel primario registró un total de 85.14% (la atención en hombres fue del 87.05% y en un 73.15% en las mujeres).  Se estima como resultado del fortalecimiento de programas educativos, considerado en el Plan de Educación 2004-2007, ampliar la cobertura y mejorar la calidad, y alcanzar el 100% de atención en el año 2008 (en primaria).  En materia de calidad contar con el 100% de maestros capacitados, aplicando un nuevo currículo en el aula.  De igual manera se amplía la cobertura en el nivel inicial (programa PAIN) y se estima para el año 2007 atender a un total de 62,000 niños (as) entre las edades de 0-4 años y se estima reducir al año 2008 el índice de analfabetismo al 23%.
· El acceso a la educación secundaria de calidad de un mínimo del 75 por ciento de los jóvenes, con índices crecientes de eficiencia terminal.

Resultado:
Al año 2003, la tasa de cobertura alcanzaba un 30%, se estima (plan Nacional de Educación 2004-2007) que a pesar de los grandes esfuerzos e interés por mejorar esta tasa, la misma podría alcanzar al año 2008 un 40% de atención.
· Oportunidades de educación a lo largo de la vida a la población en general.

Resultado: Es visión del MINEDUC, para el período 2004-2008, que “cada niño y niña reciba una educación con calidad y pertinencia, que le permita ser una persona con conocimientos, carácter, identidad y valores cívicos para desenvolverse con éxito en su vida personal y ciudadana” y parte de sus principios consideran a “la educación como un derecho inherente a la persona y una obligación el Estado”.  Tanto su visión como sus principios orientan, garantizan y dan oportunidad de educación a lo largo de la vida y a toda la población sin discriminación.
4. Compromiso: Proveer métodos alternativos que respondan a las necesidades de los sectores desfavorecidos de la población y de las personas excluidas de los sistemas de educación formal, en particular a las niñas.

Resultado: Con el fin de garantizar la universalización de la educación, se han fortalecido los programas alternativos de educación, (PRONADE, Telesecundaria y Telebachillerato), de igual manera se da mayor apoyo al sub-sistema de Educación Extraescolar, atendiendo a la población o sectores desfavorecidos de la población con educación a distancia y por medio de módulos.
5. Compromiso: Las minorías, los indígenas y los menores con necesidades educativas especiales compartirán información y experiencias exitosas, en el impulso de la participación en educación y enfrentar el problema de la retención escolar.

Resultado: Se mejoran los programas de educación monolingüe, bilingüe y especial, incrementándose la retención en el aula, adicionalmente se implementa de experiencias exitosas.

6. Compromiso: Promover la participación y el diálogo con organizaciones pertinentes de la sociedad civil en la implementación de este Plan de Acción.
Resultado: Se da mayor atención a los programas orientados a la participación comunitaria en los procesos de gestión educativa y auditoria social (madres y padres de familia gerencian fondos públicos), como resultado de la  implementación y fortalecimiento del ámbito de acción inconstitucional: (i) Escuela y Comunidad; (ii) Ministerial, incluyendo organizaciones adscritas y/o desconcentradas y (iii) Gobiernos Locales.
7. Compromiso: Formular e implementar políticas que promuevan el acceso de todos a una educación básica de calidad.

Resultado: Se fortalece y amplia cobertura educativa con programas especiales (becas, alimentos) y se promueve mediante el Sub-sistema de Gestión por Resultados la primaria completa (universalización de la educación primaria).
8. Compromiso: Apoyar y promover el aprendizaje permanente: 
· Ofreciendo planes de estudio basados en el desarrollo de habilidades, conocimientos, valores cívicos y democráticos.
Resultado: Se fortalece y reestructura el sub-sistema de educación extraescolar y se encuentra funcionando con orientación hacia la productividad, la competitividad y la creatividad, y se apoyan los programas sobre valores cívicos y democráticos.

· Proporcionando mecanismos flexibles de prestación de servicios, incluyendo el uso de las tecnologías de información y comunicaciones.

Resultado: Se proyecta dentro del Plan de Educación 2004-2007, mejorar mediante el proceso de descentralización el sistema de comunicación mediante el uso de tecnologías de información y redes informáticas.
· Certificando las competencias adquiridas en contextos laborales.
Resultado: Compromisos con las universidades para la certificación del docente que se incorpora al proceso de profesionalización.
· Alentando la participación de todos los sectores de la sociedad.

Resultado: Como ente rector y conforme la nueva visión de gobierno, se ve fortalecida la rectoría sectorial del MINEDUC, a nivel nacional en los ámbitos escolar y extraescolar.
· Descentralizando su toma de decisiones y promoviendo la participación de la sociedad civil, especialmente de los padres.
Resultado: Se fortalece el proceso de descentralización, dentro del modelo de gestión educativa (Plan de Educación 2004-2007).

· Fomentando una gestión escolar.  

Resultado: Se da mayor participación a la sociedad civil en el proceso de gestión escolar (se incrementan las juntas escolares y se le trasladan las gestiones escolares).
9. Compromiso: Realzar el desempeño de los docentes mediante:

· El mejoramiento de sus condiciones de servicio.

Resultado: Durante el período 2000-2004, el Modelo de gestión orienta acciones de cambio a favor de actividades, vinculadas al establecimiento de incentivos salariales al docente y se estima mediante la política de Recursos Humanos, fortalecer para el año 2008 el sistema educativo garantizando mejores condiciones de servicio.

· La elevación del perfil de la profesión

Resultado: Conforme el Plan de Educación 2004-2007, se proyecta el mejoramiento cualitativo de la formación docente por medio de:  Actualización permanente, profesionalización del docente en un 100% con énfasis al inicio en el docente de primer grado primaria y la formación de nuevos docentes a nivel superior.

10. Compromiso: Apoyar la continuidad de proyectos regionales de indicadores comparables  de evaluación de la educación

Resultado: Se participa directamente dentro del Proyecto Regional de Indicadores y Evaluación Educativa – PRIE- adicional se crea el Sistema Nacional de Investigación y Evaluación Educativa, con el fin de dar mayor apoyo a la formación de indicadores educativas, tanto nacionales como su comparación internacional (proyecto Sistema Nacional de Indicadores INE).
11. Compromiso: Procurar asegurar que la educación secundaria responda a los requerimientos de un mercado de trabajo en constante evolución.

Resultado: Es compromiso asumido por el actual gobierno asegurar la educación secundaria, enfocando la educación al mercado de trabajo, (Plan de Educación 2004-2007) y se establece dentro de las políticas el impulso al eje transversal de educación para un mundo competitivo
12. Compromiso: Promover un diálogo más eficaz entre la sociedad y las instituciones de educación.

Resultado: El Plan de Educación 2004-2007, contempla dentro de sus políticas y dentro del modelo de gestión, el proceso de desconcentración y descentralización, promoviendo el diálogo y una mayor participación de la sociedad civil al proceso de gestión educativa.

13. Compromiso: Apoyar la cooperación hemisférica en la investigación de ciencia y tecnología
Resultado: Creación del Sistema Nacional de Investigación y Evaluación Educativa.

14. Compromiso: Promoverán el acceso de los profesores, estudiantes y administradores al uso de las nuevas tecnologías de información y comunicación aplicadas a la educación
Resultado:  Existen a la fecha diversos laboratorios de computación para lo cual se han capacitado a profesores y alumnos, lo cual se ve mayormente fortalecido, a partir del año 2004, como parte de la política de las nuevas autoridades según se manifiesta en el Plan de Educación 2004-2007.
· Ciencia y Tecnología
El Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (CONCYT) es el órgano rector en el campo del desarrollo científico y tecnológico del país, y le corresponde la promoción y coordinación de las actividades científicas y tecnológicas que realice el Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología (SINCYT).  Tiene bajo su responsabilidad la conducción adecuada del sistema, a través de la preparación, ejecución y seguimiento del Plan de Desarrollo Científico y Tecnológico y su correspondiente programa de trabajo.  Está integrado por nueve miembros, siendo del sector público: Vicepresidente de la República; el Ministerio de Economía; el Presidente de la Comisión de Ciencia y Tecnología del Congreso de la República; en el sector privado: el Presidente de la Cámara de Industria, Cámara del Agro y Cámara Empresarial; y del sector académico: el Rector de la Universidad de San Carlos de Guatemala, un Rector en representación de las universidades privadas y el Presidente de la Academia de Ciencias Médicas, Físicas y Naturales de Guatemala.

CONCYT se encuentra preparando y a punto de poner en efecto el Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación 2005-2014, mediante el cual se dará cumplimiento a los compromisos emanados del Plan de Acción de Québec.  Por otra parte, el CONCYT está en proceso de celebrar una alianza estratégica con la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura –OEI-, la cual busca la modernización de la enseñanza de las ciencias y tecnología en el nivel medio y en el nivel universitario.

Se tiene en marcha el diagnóstico de 48 institutos nacionales PEMEM (Programa de Extensión y Mejoramiento de la Educación Media), con el fin de instalar en 20 de ellos sendos Centros de Recursos Tecnológicos.  Este proceso busca reforzar la enseñanza y el aprendizaje de la ciencia y de la tecnología, que es uno de los ejes del diseño de la Reforma Educativa emprendida por el Ministerio de Educación.  También, en el campo de la educación en ciencia y  tecnología, el CONCYT ha gestionado la instalación en Guatemala de la Cátedra UNESCO para la sostenibilidad de los recursos hídricos.  Esta cátedra contribuirá a preparar los recursos humanos necesarios en el campo de la tecnología aplicable al agua dulce para consumo humano.
En 2004 se puso en marcha en el CONCYT el Programa de Apoyo a la Innovación Tecnológica, el cual está dirigido a financiar y promover la innovación y el fortalecimiento de las PYMES, así como el fortalecimiento de las entidades que ofrecen servicios de innovación tecnológica a esas empresas.  A la fecha se han otorgado 253 financiamientos.  En los casos en que las empresas atendidas son del ramo agroindustrial, el Programa da cumplimiento a tres de los objetivos del Plan de Acción: “Apoyo para el fortalecimiento de empresas rurales, en especial las pequeñas y medianas; la capacitación de pequeños y medianos empresarios; la modernización de instituciones de capacitación en esta área.”  Por otra parte, el CONCYT, por intermedio de la línea de financiamiento AGROCYT, ha otorgado financiamiento a 69 investigaciones de valor, que están en proceso y que resultan aplicables al mejoramiento sostenible en la agricultura y la vida rural.

14. SALUD 
Guatemala reconoce que la producción de la salud está íntimamente ligada al desarrollo global de la sociedad y que por lo tanto, la activación de los procesos y acciones de los actores sociales y políticos que conducen al desarrollo de la salud individual y colectiva se basa en el esfuerzo positivo de la sociedad en su conjunto.  La situación de la precariedad de la salud continúa siendo un problema vigente, por lo que la actual administración ha sentado las bases para construir un sistema de salud pública más equitativo, humano y eficiente.  De ahí que el Ministerio de Salud y Asistencia Social trabaje en acciones preventivas y curativas y consolide un modelo de atención integral para que toda la población tenga acceso a la misma.
En general, se ha buscado fortalecer el papel rector del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, se ha logrado hacer entrega de servicios de salud con calidad, equidad y con enfoque intercultural en los diferentes niveles de atención, así como se ha dado prioridad a la satisfacción de las necesidades de salud de la población guatemalteca.  Principalmente se han presentado avances con relación a salud reproductiva, inmunizaciones, atención y tratamiento de afectados con el Virus de Inmunodeficiencia Adquirida (SIDA), enfermedades transmitidas por vectores, Tuberculosis, salud buco-dental, enfermedades crónicas no transmisibles, atención al adulto y adulto mayor, lucha anti-tabaco, atención a la población migrante, salud mental, fortalecimiento del proceso de modernización, desconcentración y descentralización de la salud, fortalecimiento y desarrollo de los recursos humanos en salud, así como medicina popular, tradicional y alternativa.

Con relación a este último punto, se ha formulado una propuesta sobre la incorporación de la Medicina Tradicional y Alternativa a la Reforma del Sector Salud, sobre el Reglamento de Medicinas Alternativas y Complementarias y el Reglamento de Medicina Popular Tradicional.  Respecto a la lucha anti-tabaco, Guatemala participó activamente en la negociación del Convenio anti-Tabaco de la OMS, firmando el mismo en 2003.  Dicho instrumento se encuentra pendiente de ratificación ante el Congreso de la República.  La Dirección General del Sistema Integral de Atención en Salud –SIAS- ha trabajado en los temas de atención en el primer, segundo y tercer nivel, implementando la estrategia de fortalecimiento de la atención materno infantil.  

En Guatemala, el proceso de descentralización es una política de Estado y del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social; cuenta con un marco legal innovador que sienta las bases para que pueda desarrollarse con eficacia, participación ciudadana, interculturalidad, estableciendo métodos incluyentes, que fomenta las asociaciones para la defensa de intereses comunes, así como para la consecución de sus fines y su fiscalización social.  Respecto a los servicios de salud que proporciona el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social de Guatemala, el área financiera ya se encuentra descentralizada, debido a que cada área de salud recibe y ejecuta su presupuesto en forma independiente, bajo la rectoría del Ministerio.  Se han transferido funciones de proporción de servicios de salud a ONG´s para que operen con énfasis en el área rural.  El proceso de fortalecimiento de los tres niveles de atención contribuye a apoyar el de desconcentración y descentralización.
Respecto a la inversión pública en salud, se han presentado los siguientes avances:
· Ampliación de Cobertura con calidad de los servicios de salud y asistencia social.
· Ejecución de proyectos cuyo objetivo sea el de prevención y promoción en salud.
· Fortalecimiento de la capacidad rectora del Ministerio de Salud.
· Modernización del sistema de gestión administrativo y financiero del Ministerio como elemento básico de apoyo a la prestación de servicios de salud

· Fortalecimiento del desarrollo y administración de los recursos humanos en salud.
· Promoción de acciones de apoyo al saneamiento del medio que mejoren la calidad de vida de la población.
· Se han priorizado acciones cuyo impacto repercutan directamente en las áreas materno infantil, desnutrición, reducción de enfermedades respiratorias agudas, enfermedades transmitidas por alimentos y agua, enfermedades inmunoprevensibles, ETS/VIH/SIDA.
· En infraestructura se está trabajando en la construcción y rehabilitación, ampliación, mejoras en equipamiento de puestos de salud, centros y hospitales. 
15. IGUALDAD DE GÉNERO

El Estado de Guatemala, a través de la Secretaría Presidencial de la Mujer SEPREM, preparó y presentó la información pendiente ante el comité evaluador de la Convención para la Eliminación de todas las  Formas de Discriminación contra la Mujer CEDAW, por medio de un consolidado del 3º, 4º, Y 5º informes nacionales en el año 2002 y haciendo entrega del 6º informe en 2003 ante dicho comité para evaluar el nivel de cumplimento.  Asimismo, a la fecha, se encuentra al día en la entrega de los informes que requiere la Comisión Interamericana de la Mujer CIM, Comisión Económica para América Latina CEPAL y la Plataforma de Acción Mundial de la Mujer.

En cuanto al fortalecimiento del sistema de los derechos humanos de la mujer, se han alcanzado los siguientes logros:

· Creación de la Coordinadora Nacional para la Prevención de la Violencia Intrafamiliar y Contra la Mujer (CONAPREVI) como ente coordinador, asesor e impulsor de políticas públicas relativas a reducir la violencia intrafamiliar y contra la mujer.  Esto responde a los compromisos internacionales asumidos por el Estado de Guatemala en el tema de la violencia contra las mujeres.

· Conformación del Consejo Consultivo de la Mujer, integrado por delegadas de los Ministerios de Estado y dependencias que dentro del gobierno son responsables de ejecutar políticas públicas para el desarrollo de la equidad entre hombres y mujeres.

· Creación de unidades de la mujer en las diferentes dependencias del Organismo Ejecutivo, tales como el Consejo Consultivo de la Mujer en el Ministerio de Salud Pública, el Área de la Mujer Indígena del Fondo de Desarrollo Indígena Guatemalteco, la Unidad de Género en la Policía Nacional Civil / Ministerio de Gobernación, así como la Secretaría Técnica en el Ministerio de Educación.

· Incorporación del enfoque de equidad de género en el Presupuesto Nacional, a través del Clasificador Presupuestario de Género en el Sistema de Administración Financiera.

El impulso y desarrollo de las mujeres son esenciales para la eliminación de las desigualdades e inequidades existentes. Por ello, durante 2004 se trabajó en el fortalecimiento de la Política Nacional de Promoción y Desarrollo de las Mujeres Guatemaltecas, el Plan de Equidad de Género 2001-2006 y el Plan Nacional de Prevención y Erradicación de la Violencia Intrafamiliar y Contra la Mujer (PLANOVI).  A su vez, se fortaleció el funcionamiento del Consejo Consultivo de la Mujer, en el marco del cual se desarrollaron acciones orientadas a asesorar a las/los delegados en los temas de promoción e inclusión de la equidad de género y participación de las mujeres en a institucionalidad del Estado y en las políticas públicas.
La Secretaría de Obras Sociales de la Esposa del Presidente (SOSEP) ha trabajado distintos programas y aun cuando la mayoría se encuentran enfocados a la atención de la niñez, la adolescencia y el adulto mayor, en todos ellos la mujer juega un papel importante y su atención es integral, tal es el caso de los programas de Prevención y Erradicación de la Violencia Intrafamiliar (PROPEVI) y del Adulto Mayor (PRONAM), y los nuevos programas: Creciendo Bien y Guatemaltec@s de Corazón.  Creciendo Bien es un programa integral de capacitación a madres de niños menores de 5 años para contrarrestar la desnutrición, funcionando bajo el Programa de Promoción de la Mujer Rural y PROMUJER.  Guatemaltec@s de Corazón es un programa de voluntariado, a través del cual se colabora activamente con las comunidades y se organizan eventos artísticos y culturales para la recaudación de fondos, en beneficio de los programas de la SOSEP, y eventos gratuitos de capacitación y entretenimiento a la población.

16 y 17. PUEBLOS INDIGENAS Y DIVERSIDAD CULTURAL
El componente del Programa ¡Vamos Guatemala! Denominado Guate Participa coordina los esfuerzos en materia de cultura e interculturalidad, basándose en una cultura de paz, derechos humanos y justicia.  La relevancia que la actual administración confiere al proceso de paz quedó demostrada a través del relanzamiento de los Acuerdos de Paz el 25 de febrero de 2004, enfocando como punto de suma importancia el resarcimiento, nombrando una nueva comisión de seguimiento al Programa Nacional de Resarcimiento (PNR).
El actual gobierno, con base en lo establecido en el Convenio 169 de la OIT en cuanto a la consulta a los pueblos indígenas, a través del diálogo y la participación, asumió una serie de compromisos para impulsar la creación de canales de comunicación, coordinación y trabajo con representantes de las distintas organizaciones sociales indígenas y no indígenas, con el fin transformar las condiciones políticas, económicas, sociales, culturales no equitativas y excluyentes que han generado la pobreza y la intolerancia en el país.  Entre estos compromisos pueden mencionarse: a) Introducción de reformas a la Ley de Partidos Políticos y al Tribunal Supremo Electoral y a la Ley de Servicio Civil; b) Presentación de propuesta de Reglamento de la Ley de Idiomas Nacionales; c) Instalación de mesas de diálogo como espacios sanos de debate para traducir el diálogo en legislación; d) Consultas con los pueblos indígenas en el marco del Convenio 169; e) Relanzamiento de los Acuerdos de Paz y revitalización del Acuerdo de Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas; y f) Creación de una instancia rectora para los intereses de los pueblos indígenas, con el concurso de las mejores mentes de los todos los grupos lingüísticos.
El 8 de agosto de 2005, la Secretaría de la Paz (SEPAZ), el Fondo Nacional para la Paz (FONAPAZ) y la Embajadora de Buena Voluntad de los Acuerdos de Paz, Rigoberta Menchú, presentaron la Agenda Pública hacia los Pueblos Indígenas en el Marco de los Acuerdos de Paz 2005-2012, un planteamiento estratégico que orienta las acciones priorizadas por un colectivo de instituciones del Estado para responder a las demandas sociales, económicas y culturales de los pueblos maya, garífuna y xinca, en el marco de los Acuerdos de Paz. El mismo tiene como ejes estratégicos generales las políticas públicas, la reforma del Estado, el marco jurídico del Estado, la participación plena a todos los niveles, los servicios públicos, el presupuesto nacional y la lucha contra la discriminación y el racismo.
Asimismo, tomando en cuenta que Guatemala preside el Grupo de Trabajo encargado de Elaborar el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas en el seno de la OEA y que ha adquirido el compromiso de avanzar en la negociación y aprobación de la misma, es un honor para el país ser sede de la VI Reunion de Negociaciones para la Búsqueda de Consensos del Grupo de Trabajo, la cual se llevará a cabo en la ciudad de Antigua Guatemala del 10 al 14 de octubre de 2005, siendo antecedida por la reunión del Cónclave de Pueblos Indígenas y la reunión a nivel nacional.  En este contexto, es importante mencionar que esta es la primera vez que una reunión de esta naturaleza se realiza fuera de la sede de la OEA, siendo para Guatemala una oportunidad de suma importancia para consolidar los esfuerzos que ha venido desarrollando respecto al avance de estas negociaciones
Acciones de mayor trascendencia en materia de pueblos indígenas:

· Comisión Presidencial contra la Discriminación y el Racismo contra los Pueblos Indígenas en Guatemala –CODISRA-: Tiene como objetivo primordial la formulación de políticas públicas para la erradicación de la discriminación y el racismo.  Esta institución forma parte de las instituciones de alto nivel dentro del Organismo Ejecutivo y fue creada por medio del Acuerdo Gubernativo 390-2002 el 10 de octubre del año 2002, constituyéndose el 13 de enero de 2003.  Además de su función principal, la CODISRA también se dedica a la recepción de denuncias de casos de discriminación racial que se dan contra los miembros de los pueblos indígenas para su posterior denuncia y seguimiento en la búsqueda de la aplicación de la justicia.

· Fondo de Desarrollo Indígena FODIGUA: Creado el 20 de junio de 1994, su actividad se centra en el apoyo al desarrollo económico y social de las comunidades indígenas en el área rural.
· Defensoría de la Mujer Indígena –DEMI-: Fundada el 19 de julio de 1999, se dedica a la propuesta de acciones que favorezcan la participación de la mujer indígena en el ámbito político, social y cultural de Guatemala.  
· Comisión de Comunidades Indígenas del Congreso de la República: Creada en junio de 2003, su participación juega un papel trascendental en la creación, formulación y propuesta de leyes que busquen la participación de los pueblos indígenas en todos los niveles y ámbitos del país.
· Comisión Nacional de Resarcimiento: Surge después de la firma de los Acuerdos de Paz, el 6 de julio de 2004, teniendo como objetivo la identificación y puesta en marcha de un programa en el que se indemnice social y económicamente a las víctimas del conflicto armado, aquellas personas perjudicadas directa e indirectamente durante el conflicto armado, y que aún sufren las consecuencias del mismo.
· Defensoría de los Pueblos Indígenas: Se creó el 15 de julio de 1998, a través del Acuerdo Gubernativo 15-98 dentro de la Procuraduría de Derechos Humanos, el cual tiene como objetivo velar por la correcta aplicación de la justicia y la denuncia de abusos contra los pueblos indígenas.  Este departamento realiza sus actividades dentro del marco del cumplimiento de las leyes internacionales relacionadas con los derechos humanos y las libertades fundamentales inherentes a los seres humanos.
· Academia de Lenguas Mayas de Guatemala –ALMG-: Constituida en 1990, tiene como funciones principales, la creación de normas para regular la utilización de los idiomas mayas, ha sido la institución que ha luchado por la implementación de la Ley de Idiomas Nacionales, documento en el cual se reconoce y se acepta el uso de los idiomas mayas y el reconocimiento de los demás idiomas indígenas, entre ellas el idioma garífuna y el idioma xinca.
18. LA INFANCIA Y LA JUVENTUD

La voluntad del Estado de Guatemala se puso de manifiesto con la adhesión al Convenio Relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional (Convenio de la Haya sobre Adopciones Internacionales).  Posteriormente, una sentencia de la Corte de Constitucionalidad, relativa al proceso de adhesión, dejó en suspenso la aplicación de la misma a nivel nacional.  Sin embargo, el gobierno de Guatemala no denunció la Convención y por lo tanto, a nivel internacional, sigue vinculada a sus obligaciones como Estado Parte.   El Gobierno de Guatemala reitera su compromiso de cumplir con la protección de los niños e impulsa diversas acciones destinadas a superar el problema referido al instrumento internacional e internamente actúa para promulgar la legislación necesaria que garantice la protección de la niñez. 

Luego de la visita a Guatemala del señor Hans Van Loon, Secretario General de la Conferencia de La Haya sobre Derecho Internacional Privado, el pasado mes de junio de 2005, se acordó implementar una estrategia que permita superar el actual impasse legal y sobre todo, explorar con todos los actores nacionales involucrados (Congreso, Corte de Constitucionalidad, Procurador General de la Nación, entre otros)  los mecanismos a seguir para regularizar la situación.

Asimismo, una delegación de Alto Nivel asistirá (del 17-23 septiembre 2005) en representación del Gobierno de Guatemala a la Sesión de la Comisión Especial sobre la Implementación Practica de la Convención de La Haya en materia de adopciones internacionales.  Guatemala ha respondido positivamente al ofrecimiento de cooperación que le hicieran varios Estados parte de la Convención, a fin de estudiar las necesidades de Guatemala para implementarla.

Es importante destacar que actualmente se encuentra en análisis una iniciativa de ley en el Congreso de la República, coordinada e impulsada por la Secretaría de Obras Sociales de la Presidencia, cuyo resultado fue producto del consenso entre varios actores nacionales gubernamentales y no gubernamentales.  Este proyecto de ley está dirigido a garantizar la transparencia en los procesos de  adopciones, inspirándose en los principios contenidos en la Convención de la Haya sobre Adopciones Internacionales.
La pobreza se transmite de generación en generación, por lo que se considera que una forma de romper este círculo es proveer a niños y jóvenes de protección, capacidades y oportunidades de disfrutar de un mejor nivel de vida.  Se estima que el número de niños y niñas que son atendidos por instituciones públicas y privadas y que viven en las calles, ha aumentado en los últimos años, siendo la mayoría adolescentes que han abandonado el hogar por situación de violencia, miseria, hogares desintegrados, etc.  Sus opciones han sido recurrir a la limosna o involucrarse en actividades ilícitas, rompiendo cualquier vínculo familiar que haya existido e integrando así nuevos grupos que les brinden apoyo, seguridad, confianza y afecto del cual han carecido.

En este sentido, corresponde a la Secretaría de Bienestar Social de la Presidencia  (SBS) velar por el cumplimiento de políticas, estrategias, normas y programas dedicados a la niñez y adolescencia en condiciones de vulnerabilidad y riesgo social, proyectando su accionar con la política de gobierno, los Acuerdos de Paz y convenios internacionales ratificados por el Estado, en especial la Convención de los Derechos del Niño.
Se ha venido promoviendo la Política de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia y su Plan de Acción, logrando que fuera aprobada como una Política de Estado, mediante el Acuerdo Gubernativo 333-2004. La misma propone un marco de acción comprendido en el período 2004-2015, donde confluyen actividades sectoriales e institucionales, dirigidas a mejorar la precaria situación que vive la niñez y adolescencia en sus distintos ámbitos.  Durante el mes de octubre de 2004 se participó en la VI Conferencia Iberoamericana de Ministras, Ministros y Autoridades Responsables de la Niñez y la Adolescencia, realizada en San José de Costa Rica.  Como resultado, se redacto la Declaración de San José denominada “Por la Protección Integral de la Niñez y la Adolescencia ante la Violencia, la Trata, el Tráfico y la Explotación en Cualquiera de sus Manifestaciones”, instrumento a través del cual se reiteran los compromisos adoptados en las anteriores conferencias iberoamericanas en esta materia.
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